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I. INTRODUCCIÓN. ALGUNAS PRECISIONES CONCEPTUALES

Y METODOLÓGICAS

El objeto del presente ensayo es proporcionar un panorama sobre la evo-
lución del derecho electoral en México durante el siglo XX, tanto en lo
que se refiere a las normas jurídicas del carácter electoral que han regido
en nuestro país en dicho periodo (esto es, el conjunto de disposiciones
jurídicas positivas que han regulado la elección de individuos o repre-
sentantes para ocupar los cargos públicos federales, incluyendo los temas
recurrentes relativos a los derechos políticos, al sufragio activo o pasivo,
al régimen de representativo y de partidos políticos, al sistema electoral,
a la organización y la administración de los comicios, a las condiciones
para la competencia y justicia electoral) como al desarrollo que ha tenido
la ciencia del derecho electoral (es decir, la disciplina científica que ha
venido configurando un campo de estudio propio y autónomo, que con-
siste precisamente en las correspondientes normas jurídicas electorales,
con base en principios, métodos, fines y características específicos).
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En términos generales, cabe sostener que los diversos estudios que
conforman la ciencia del derecho electoral mexicano, durante los últimos
veinte años, han pasado de ser preponderantemente un reflejo descriptivo
de la normatividad electoral a adquirir desde la capacidad de proponer
las innovaciones legales e institucionales necesarias para la ampliación
de la democracia en nuestro país hasta la de explotar los contenidos axio-
lógicos e implicaciones sociológicas de aquella normatividad (si bien,
para algunos, estos últimos enfoques exceden el campo de estudio de la
ciencia del derecho para ubicarse en el de la política o axiología jurídica).

El trabajo que se presenta se divide en cuatro apartados. En el primero
de ellos, se describe la evolución normativa del derecho electoral asu-
miendo una periodización que comprende cuatro ciclos: el primero, que
toma en cuenta la transición de la Constitución de 1857 a la de 1917,
abarca de 1912 a 1918 y considera las disposiciones del momento revo-
lucionario, así como los primeros ordenamientos legales secundarios de-
rivados del nuevo orden jurídico; el segundo, denominado periodo del
caudillismo y surgimiento de un partido hegemónico, abarca de 1919 a
1945; el tercero, entendido como periodo de la consolidación del partido
hegemónico, comprende los años de 1946 a 1976; el cuarto, que va de
1977 hasta 1997, en el que se advierte un profundo y complejo proceso
de cambio en la normatividad electoral, caracterizado por la transición de
un sistema de partido hegemónico a otro plural y competitivo, y que re-
conoce ajustes e impactos legales e institucionales en los rubros de los
derechos políticos y las fórmulas electorales, así como en la organización,
administración y justicia electorales.

El segundo apartado aborda la evolución de la disciplina del derecho
electoral y propone, al igual que en el apartado previo, una periodización
que registra aquellos ciclos, con las siguientes precisiones. Los tres pri-
meros periodos de la evolución de la normatividad electoral se subsumen
en una sola etapa en la que se advierte que, salvo valiosas excepciones,
los análisis jurídicos en materia electoral forman parte de obras mayores
de derecho constitucional, o bien, de ciencia política. Por el contrario,
el último periodo correspondiente a la evolución legal se subdivide aquí
en tres segmentos cuya característica compartida es la progresiva confi-
guración de un espacio académico propio, autónomo, del derecho elec-
toral. Tales segmentos son los siguientes: el primero comprende los años
de 1977 a 1988, en que los estudios de derecho electoral se enfocan prin-

1030 J. JESÚS OROZCO HENRÍQUEZ

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR. © 1998 
Instituto de Investigaciones Jurídicas - Universidad Nacional Autónoma de México

Libro completo en: https://goo.gl/giMMXA



cipalmente al análisis de la reforma política de 1977; el segundo corre
de 1989 a 1995, años en los que el objeto de estudio lo forman tanto las
sucesivas reformas electorales cuanto análisis teóricos, legislativos, his-
tóricos, comparados y aun filosóficos sobre el entramado normativo e
institucional del derecho electoral; el tercer periodo, que comienza en
1996 y se extiende hasta nuestros días, corresponde no sólo la consoli-
dación del espacio académico del derecho electoral y a la concomitante
especialización de diversos aspectos de la disciplina, lo que seguramen-
te influyó de manera importante los contenidos de esa última reforma,
sino también al evidente avance del derecho procesal electoral, que apun-
ta hacia la consecución de su propia autonomía académica.

El tercer apartado de este ensayo, que puede entenderse como una con-
tinuación del apartado previo, destaca los contenidos de los tres Congre-
sos Internacionales de derecho electoral celebrados en menos de un de-
cenio en México, los que han contribuido de manera significativa al
enriquecimiento de la disciplina. Se apuntan, en ese mismo espacio, algu-
nas de las prácticas y actos políticos relevantes, las normas relacionadas
con la representación política, fórmulas electorales, derechos políticos,
organización, administración y justicia electorales, los cuales articulan la
legislación y aparecen recurrentemente en la doctrina.

En segundo lugar, el apartado sobre la disciplina del derecho electoral
se apoya en una revisión bibliohemerográfica practicada en los acervos
del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, el Instituto de
Investigaciones Jurídicas y los catálogos electrónicos de las bibliotecas
de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión y de la Bibliote-
ca del Congreso de Estados Unidos. Es importante advertir que se trató
de incluir los trabajos jurídicos en materia electoral más destacados, pero
ello no excluye la posibilidad de que alguno haya quedado fuera del re-
gistro, lo que, de haber ocurrido, no sería por supuesto intencional. Tam-
bién cabe llamar la atención al hecho de que la información evaluada
muestra diversas contribuciones, de alto valor intelectual para el derecho
electoral, que no enfocan el objeto de estudio desde una perspectiva ju-
rídica, casos en los que se tomó la nada fácil decisión de no incorporarlos
al análisis, salvo contadas excepciones justificadas por las implicaciones
jurídicas que sus autores sí tomaron en consideración. También es perti-
nente aclarar el hecho de que, al delimitar los contenidos de una ciencia
del derecho electoral mexicano, se han contemplado los trabajos de au-
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tores mexicanos y extranjeros, sobre todo, pero no únicamente de juristas,
que versan sobre la normatividad electoral mexicana.

Asimismo, para efectos de este segundo apartado, en relación con el
primer periodo examinado, se hará referencia, salvo excepciones, exclu-
sivamente a las obras generales de derecho constitucional o ciencia política
en las que se abordó el tema electoral, así sea de manera indirecta, de tal
forma que queda excluida la bibliohemerografía correspondiente. En
cuanto al segundo periodo, se identificarán no sólo aquel tipo de obras
generales, sino también los libros específicos sobre derecho electoral y los
ensayos publicados en obras colectivas; en relación con el tercero y cuar-
to periodos, se practicará el mismo ejercicio agregando la hemerografía
especializada relevante.

En cuanto al tercer apartado de este ensayo, debe advertirse que se
llevó a cabo una investigación en las fuentes documentales relativas a
planes y programas de estudio disponibles, así como una encuesta tele-
fónica a diversas universidades públicas y privadas en el Distrito Federal,
al igual que a las fuentes informativas institucionales del Tribunal Elec-
toral del Poder Judicial de la Federación.

En relación con la formulación de la periodización, no pasó inadver-
tido que existen en la literatura profesional diversas propuestas, sin duda
atingentes, tales como la de Juan Molinar Horcasitas (1993), aunque es
procedente precisar que la que se propone en el presente ensayo obedece
al criterio de la evolución jurídica y disciplinaria del derecho electoral,
sin que por ello, por cierto, sea sustancialmente divergente de aquéllas
construidas con criterios alternativos al derecho.

Finalmente, por lo que hace a la sección bibliohemerográfica del tra-
bajo, es necesario apuntar que básicamente se presentan los títulos rela-
tivos a los autores citados en el cuerpo principal del texto, incluidos los
datos de edición, a la vez que se omitió, por razones prácticas y de con-
formidad con los propósitos de este trabajo, la mención de numerosos y
valiosos estudios científicos de carácter electoral, pero que no tienen un
enfoque preponderantemente jurídico.

II. EVOLUCIÓN DEL DERECHO ELECTORAL EN MÉXICO

1. Periodo revolucionario (1912-1918)

Durante el periodo revolucionario, la evolución del derecho electoral,
en el aspecto formal, ocurrió bajo las reglas fundamentales que se pre-
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veían en la Constitución Federal de los Estados Unidos Mexicanos de
1957 y la entonces recién promulgada Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos de 1917; asimismo, en el nivel secundario, estu-
vieron en vigor los siguientes tres ordenamientos legales de carácter fe-
deral: a) Ley Electoral del 19 de diciembre de 1911, la cual fue reforma-
da el 22 de mayo de 1912; b) Ley Electoral para la Formación del Con-
greso Constituyente del 20 de septiembre de 1916, y c) Ley Electoral del
6 de febrero de 1917. 

Por lo que atañe a la evolución material o “social”  del derecho elec-
toral durante esta etapa, debe destacarse que sucedió teniendo como tras-
fondo el movimiento revolucionario de 1910. Las transformaciones de-
cisivas que se presentaron en dicha etapa fueron resultado del ideario
político de diversos próceres, entre los cuales destacan las figuras de
Francisco I. Madero, Venustiano Carranza, Luis Cabrera, José Vascon-
celos, Jesús Flores Magón, Juan Sarabia y Jorge Vera Estañol; este pe-
riodo también fue el escenario en el que aparecieron los primeros y au-
ténticos partidos políticos fuera de los movimientos o clubes políticos, o
bien, facciones armadas, como ocurrió con el Partido Nacional Antiree-
leccionista, el Partido Constitucional Progresista, el Partido Católico, el
Partido Popular Evolucionista, el Partido Liberal Democrático, el Partido
Liberal Constitucionalista, por citar algunos; por otra parte, los periódicos
El País, El Imparcial y Nueva Era, entre otros, dan cuenta del acontecer
nacional de la época.

Madero expuso, en su libro La sucesión presidencial en 1910 y en el
Plan de San Luis de 1910, sus principios políticos, los cuales, esencial-
mente, consistieron en el respeto al voto y al proceso electoral, bajo el
lema de “sufragio efectivo, no reelección”  y propugnando por el esta-
blecimiento del voto directo; asimismo, fue el propio Madero quien im-
pulsaría la Ley Electoral de 1911. Después de la decena trágica, Venus-
tiano Carranza asumió la defensa de la Constitución bajo la égida
ideológica del Plan de Guadalupe para el efecto de eliminar a Victoriano
Huerta, en tanto usurpador y magnicida, y posteriormente convocar a un
Congreso Constituyente que reformaría la Constitución de 1857 al am-
paro de la Ley Electoral de 1916. Posteriormente, Carranza promulgaría
la Ley Electoral de 1917, la cual normaría las elecciones para presidente
que se efectuaron en ese mismo año. Finalmente, con la Ley de 1918,
Carranza estableció uno de los ordenamientos que continuaría en vigor
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hasta enero de 1946. La conformación política de los Congresos con los
que gobernaron Madero y Carranza fue plural y, en los hechos, la inde-
pendencia y eventual oposición al Ejecutivo fue patente.

Respecto de la Constitución de 1857 y sus reformas de 1874, 1900,
1904 y 1911, en lo tocante a la elección e integración de las Cámaras,
debe destacarse que la elección de los diputados y senadores era indirecta
en primer grado, mediante escrutinio secreto, según se dispusiera en la
Ley Electoral, a través de fórmulas integradas por propietario y suplente
para un periodo de dos años (artículos 52 a 55 de la Constitución de
1857); se elegía un diputado por cada cuarenta mil habitantes o por aque-
lla fracción que pasara de veinte mil, mientras que los senadores eran
elegidos en un número de dos por cada estado y dos, por el Distrito Fe-
deral, con la peculiaridad de que la declaración de electo se realizaba por
la legislatura de cada estado, precisamente en la persona de aquél que
hubiere obtenido la mayoría absoluta de los votos emitidos o de entre
aquellos que hubieren obtenido mayoría relativa, según se dispusiera en
la Ley Electoral (artículos 58 de la Constitución de 1857, y 98 de la Ley
Electoral de 1911). En el caso de los senadores por el Distrito Federal,
el cómputo se hacía por la Cámara de Diputados y, en sus recesos, por
la diputación permanente. 

Tratándose de los diputados, en la Ley Electoral de 1911 se disponía
que el Colegio Electoral declararía ganadora a aquella fórmula que ob-
tuviera la mayoría absoluta de votos emitidos y, en su defecto, la simple
pluralidad (artículo 83). Por lo que respecta a los cargos de presidente y
vicepresidente de la República y de ministros de la Suprema Corte de
Justicia, dicha atribución correspondía a la Cámara de Diputados del
Congreso federal. Se declaraba ganador a aquel candidato que hubiere
obtenido la mayoría absoluta de los sufragios emitidos, pero, si ninguno
la hubiere obtenido, la Cámara de Diputados procedía a hacer la elección
de entre aquellos dos candidatos que hubieren obtenido el mayor nú-
mero de votos (artículos 108, fracción III, y 110 de la Ley Electoral de
1911), sin que se precise en la Constitución de 1857 y en la ley, el quó-
rum de votación respectivo para este último supuesto. 

El cómputo de los votos lo realizaba una Junta Municipal, presidida
por el presidente municipal, la cual formulaba la declaración de diputado
propietario y suplente electos, mientras que la declaración de ganador
relativa de los senadores estaba a cargo de la legislatura del estado y, en
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el caso de los correspondientes al Distrito Federal, de la Cámara de Di-
putados (artículos 5o. y 8o. de la Ley Electoral de 1911).

Debe destacarse que, con las reformas de 1912 a la Ley Electoral de
1911, se estableció el voto directo conservándose la elección indirecta
para los ministros de la Suprema Corte de Justicia (artículo 1o. del de-
creto de reformas correspondiente).

Por lo que respecta a la elección de presidente y vicepresidente, debe
apuntarse que era indirecta, para un periodo de seis años, sin posibilidad
de reelección, aunque se admitía que el vicepresidente pudiera ser electo
como presidente, siempre y cuando no fuere para el periodo inmediato
(artículo 78 de la Constitución de 1857). Los quince ministros que inte-
graban la Suprema Corte de Justicia eran electos para un periodo de seis
años, de forma indirecta en primer grado, según se dispusiera en la Ley
Electoral (artículo 92 de la Constitución de 1857).

Con la misma ley de 1911 se instaura el voto secreto desde la elección
primaria, a diferencia de lo que ocurría bajo el régimen anterior. Asimis-
mo, se crea la boleta electoral separada del registro de electores. Sin em-
bargo, se restablece el voto público durante la vigencia de la Ley Elec-
toral de 1916, puesto que se obliga al elector a firmar la boleta, lo cual
continuaría en vigor, en los mismos términos, en la Ley Electoral de
1917.

En el aspecto de organización de las elecciones, durante la vigencia
de la Ley Electoral de 1911, se instauraron los colegios municipales su-
fragáneos, que se integraba con los electores primarios electos en las sec-
ciones (cada una de las cuales se conformaba por un número de quinien-
tos a dos mil habitantes). La junta revisora del padrón electoral, además
de realizar el censo, era la responsable de computar los votos y se for-
maba con el presidente municipal y dos de los candidatos que hubieren
competido con él en las últimas elecciones, caso en el cual se sumaban
cuatro individuos que resultaran sorteados de entre aquellos ciudadanos
residentes en el lugar y que pagaran la mayor cantidad por concepto de
contribuciones directas sobre inmuebles.

Las juntas empadronadoras y las juntas computadoras fueron estable-
cidas al amparo de la Ley Electoral de 1916. Las primeras, además de
las funciones censales, realizaban la entrega de las boletas a los ciuda-
danos en el momento de empadronarlos. Las juntas computadoras estaban
conformadas con los presidentes de las casillas de un distrito electoral,
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realizaban el cómputo de la votación y hacían la declaración de candidato
electo en favor de aquél que hubiere obtenido la mayoría relativa, de-
biéndose abstener de realizar la calificación de los vicios e irregularida-
des en las elecciones, salvo la facultad de hacerlos constar en el acta.

Con la Ley Electoral de 1911, por primera vez intervienen los partidos
políticos para la integración de las mesas directivas de casilla, ya que los
dos escrutadores eran nombrados por el presidente municipal a propuesta
de los partidos, además de que aquéllas se conformaban con un instalador
o presidente. Se llevaba a cabo la publicación de las listas de funcionarios
de casilla, a efecto de que los partidos políticos o los ciudadanos, en su
caso, los recusaran ante la junta revisora del padrón electoral. Los parti-
dos y los candidatos tenían derecho a acreditar un representante ante las
casillas.

Al amparo de la Ley para Elecciones de 1912, la mesa directiva de
casilla se integraba por un presidente, dos secretarios y dos escrutadores,
electos por mayoría de votos entre los electores presentes a las 9:00 horas
y, en su conformación, también se contemplaba al auxiliar; sin embargo,
a diferencia de la ley precedente, ya no se dio injerencia a los partidos
políticos en la integración de las mesas.

La junta revisora del padrón electoral, creada por la Ley Electoral de
1911, estaba integrada por el presidente municipal y dos de los candida-
tos que con él hubieren contendido por la presidencia o, ante su falta,
dos ex presidentes municipales. La junta era la responsable de efectuar
el censo por secciones, publicar las listas electorales y resolver las recla-
maciones correspondientes. Con la Ley Electoral de 1916 se sustituye a
las juntas revisoras por las juntas empadronadoras, integradas con tres
empadronadores nombrados por la autoridad municipal. La configuración
de las secciones estaba a cargo del presidente municipal. La autoridad
municipal era la responsable de publicar el padrón. El sistema censal ins-
taurado con la Ley Electoral de 1916 se mantuvo en la ley de 1917.

El sistema de justicia electoral era básicamente administrativo, ya
que la mayoría de las impugnaciones eran resueltas por los órganos ad-
ministrativos municipales encargados de la preparación de las elecciones;
sin embargo, lo concerniente a la calificación sobre las irregularidades
presentadas en los cómputos corría a cargo de la Cámara de Diputados
o de la de Senadores, por lo que en estos aspectos dicho sistema era
político.
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Las reclamaciones por rectificación de errores o indebida exclusión o
inclusión en el censo electoral, genéricamente conocidas como inexacti-
tudes, correspondía resolverlas a la junta revisora del padrón electoral y
la decisión que recayera podría recurrirse ante la autoridad judicial mu-
nicipal o juez letrado, ya fuera por conducto del propio reclamante o por
algún interesado que se opusiera a ella, aspectos que daban al sistema
impugnativo de la Ley Electoral de 1911 una naturaleza mixta, al com-
binarse el recurso administrativo con una instancia judicial local. Por su
parte, los partidos políticos podían recusar a los instaladores de las casi-
llas ante la junta electoral. Los representantes de los partidos y los ciu-
dadanos empadronados en la sección, durante la elección primaria, po-
dían presentar reclamaciones por actos ocurridos durante la votación, las
cuales el colegio electoral debía tener presente a efecto de decidir sobre
dichas cuestiones, además de que este mismo órgano tenía facultad para
resolver, de forma inapelable, sobre otras causas de nulidad o validez, o
bien, error. Asimismo, los ciudadanos empadronados en un distrito elec-
toral tenían derecho a reclamar la nulidad de la elección secundaria de
su propio distrito, lo que correspondía conocer a la Cámara de Diputados,
cuya resolución sólo tenía efectos sobre los votos que estuvieren viciados,
en la inteligencia de que, si el resultado de la nulidad afectaba la plura-
lidad obtenida, la elección misma se declaraba nula.

En la ley de 1916, procedían las impugnaciones de las inexactitudes
del censo o padrón, en términos similares a la ley de 1911. Los partidos
políticos y los candidatos independientes también podían recusar a los
instaladores de casillas electorales. La junta computadora de votos debía
abstenerse de calificar los vicios encontrados en los expedientes electo-
rales o en los votos emitidos, debiéndose limitar a hacerlos constar en el
acta respectiva para que el Congreso Constituyente calificara en defini-
tiva. También se contemplaba la nulidad de la elección de los diputados
al Congreso Constituyente, de forma similar a lo que ocurrió con la ley
precedente.

Durante la vigencia de la Ley Electoral de 1917 también podían re-
clamarse los aspectos relativos a la inexactitud del padrón electoral, las
recusaciones de los instaladores de las casillas electorales y la nulidad
de las elecciones de diputado o senador al Congreso de la Unión, o bien, de
presidente de la República, más o menos de forma parecida a lo que venía
ocurriendo con las leyes anteriores.
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En cuanto al régimen de los partidos políticos, es necesario destacar
que fueron objeto de regulación legal, por primera vez, con la Ley Elec-
toral de 1911, tradición que se conservó en las leyes electorales de 1916
y 1917, ya que se establecieron prescripciones relativas a su constitución,
organización, derechos y participación en la organización y desarrollo de
las elecciones; por ejemplo, relacionado con el último aspecto anterior-
mente mencionado, a los partidos se les permitía presentar reclamaciones
por inexactitudes en el padrón electoral, o bien, recusar a los instaladores
de las casillas, designar representantes ante las casillas electorales durante
las elecciones primarias y, según fuera el caso, ante los colegios muni-
cipales o juntas computadoras; conforme a la Ley Electoral de 1911, se
les permitía elaborar las cédulas o boletas electorales y, en tanto ciuda-
danos, reclamar la nulidad de una elección, y particularmente, en la ley
de 1916, presentar reclamaciones durante las elecciones. Este último orde-
namiento, junto con la ley de 1917, prohibió la conformación de partidos
políticos “en favor de individuos de determinada raza o creencia” , y la
de 1917, además, proscribió las denominaciones partidarias religiosas.

Con la promulgación de la Constitución de 1917 se modificó el siste-
ma representativo mexicano. Los diputados eran elegidos por fórmulas
integradas por propietario y suplente, para un periodo de tres años, de
forma directa y en demarcaciones que comprendieran a ciento setenta mil
habitantes o aquella fracción que pasara de ochenta mil, sin que la re-
presentación estatal fuera menor a dos diputados y admitiéndose a un
diputado propietario cuando la población del territorio fuese menor a la
señalada anteriormente (artículos 51 a 54). Los senadores eran electos
directamente, mediante fórmulas integradas por propietario y suplente,
para un periodo de seis años y en un número de dos miembros por enti-
dad federativa. La legislatura estatal era la responsable de declarar electo
al candidato que obtuviera la mayoría de votos (artículos 56 y 57). No
se permitía la reelección de los integrantes del Congreso de la Unión para
el periodo inmediato y cada Cámara hacía la calificación de la elección
de sus miembros, a la vez que resolvía, de forma definitiva e inatacable,
las dudas respectivas (artículos 59 y 60). La Ley Electoral de 1917 dis-
puso que la elección de diputado recaía en el candidato que hubiera ob-
tenido el mayor número de votos (artículo 41). 

La elección de presidente era directa, según se precisaba en la Ley
Electoral, para un periodo de cuatro años y sin que se admitiera la ree-
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lección (artículos 81 y 83 de la Constitución de 1917). La Cámara de Di-
putados se erigía en Colegio Electoral para conocer de la elección de
presidente de la República (artículo 74, fracción I, de la Constitución
de 1917). La designación de los ministros de la Suprema Corte de Jus-
ticia dejó de ser popular para encomendarse al Congreso de la Unión
erigido en Colegio Electoral (artículo 96 de la Constitución de 1917).

2. Periodo del caudillismo y surgimiento de un partido hegemónico
   (1919-1945)

El periodo que se identifica como del caudillismo y surgimiento de un
partido predominante se desarrolló, fundamentalmente, en el plano nor-
mativo, bajo la Constitución de 1917 que fuera reformada el 22 de enero
de 1927, el 24 de enero de 1928, el 20 de agosto de 1928, el 29 de abril de
1933 y el 30 de diciembre de 1942 en los aspectos electorales que im-
portan para efectos del presente trabajo, así como bajo la Ley para la
Elección de Poderes Federales del 2 de julio de 1918, la cual fue refor-
mada el 7 de julio de 1920, el 24 de diciembre de 1991, el 24 de no-
viembre de 1931, el 19 de enero de 1942 y el 4 de enero de 1943.

El ejercicio del poder y las contiendas políticas para la sucesión de la
presidencia fue liderada, sobre todo, por los jefes militares revoluciona-
rios. La Presidencia de la República se erigió en el centro natural del
poder en México y el órgano Legislativo federal comenzó a declinar en
la relativa autonomía que había observado, respecto del Poder Ejecutivo,
en los periodos precedentes, si bien todavía existía una pluralidad de
partidos representados en aquella institución, lo mismo que corrientes
políticas dentro del partido “oficial”  que no hacían tan evidente ese cam-
bio. Destacan, en este periodo, Álvaro Obregón, Pablo González, Luis
N. Morones, Jacinto B. Treviño, Felipe Carrillo Puerto, Adolfo de la
Huerta, Plutarco Elías Calles, Vito Alessio Robles, Arnulfo R. Gómez,
Francisco R. Serrano, Emilio Portes Gil, Gilberto Valenzuela, José Vas-
concelos, Pascual Ortiz Rubio, Manuel Gómez Morín, Abelardo L. Rodrí-
guez, Lázaro Cárdenas del Río, Francisco J. Mújica, Juan Andrew Almazán
y Manuel Ávila Camacho. Este periodo concluye con la nominación de
Miguel Alemán en 1945, con lo cual se da fin a la era del cardenismo
que aún se mostraba vigoroso durante el sexenio de Manuel Ávila Ca-
macho.
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La actividad política, como se ha dicho, giraba alrededor de los anti-
guos jefes militares que participaron en la Revolución de 1910, razón por
la que ostentaba un sello “personalista”  o caudillista, por lo que el sur-
gimiento de los comités de apoyo o partidos, así como de sus alianzas
obedecía a las tendencias o divisiones militares que habían contendido o
se habían fraguado al calor del movimiento armado de 1910. Lo anterior
no obstante que, como es bien sabido, con Calles se trató de dar fin al
fenómeno caudillista mediante la creación de un gran partido oficial que
institucionalizara el proceso revolucionario, aglutinando a los distintos par-
tidos y agrupaciones existentes y disciplinando los procesos internos para
la selección de candidatos y solución de contiendas, precisamente con la
creación del Partido Nacional Revolucionario, a principios de marzo de
1929, lo que, al mismo tiempo, permitiría a Calles neutralizar el poder
omnímodo de la Presidencia de la República.

En este periodo, la contienda político electoral frecuentemente carecía
de un auténtico programa y se centraba en la decisión de quién personi-
ficaba de mejor manera el ideario original del movimiento armado de
1910 o la defensa política frente a la reacción que lideraba el adversario
(como puede constatarse en el Plan de Aguaprieta del general Obregón),
salvo en el caso de las sucesiones de Cárdenas y de Ávila Camacho, ya
que en éstas se postularon los planes sexenales del Partido Nacional Re-
volucionario y de su sucesor, el Partido de la Revolución Mexicana, res-
pectivamente.

En el plano de los movimientos y partidos políticos, era notoria la
configuración personalista y localista, preferentemente coyuntural, de
las correspondientes organizaciones; además, se inicia la era de las gran-
des centrales de trabajadores y agricultores, y destacaban, además de los
mencionados, el Centro Director Obregonista, el Comité pro de la Huerta,
el Frente Nacional Renovador, el Comité Orientador pro Vasconcelos, la
Confederación Regional Obrera de México, la Unión General de Obreros
y Campesinos de México, la Confederación de Trabajadores de México,
la Confederación Nacional Campesina, el Partido Laborista, el Partido
Nacional Coperatista, el Partido Socialista de Yucatán, el Partido Civi-
lista, el Partido Nacional Republicano, nuevamente el Partido Constitu-
cional Liberalista, el Partido Socialista del Sureste, el Partido Nacional
Agrarista, el Partido Nacional Antirreeleccionista, el Partido Acción Na-
cional y el Partido Revolucionario de Unificación Nacional.
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En esta etapa también fueron frecuentes las crisis institucionales, y las
elecciones, no pocas veces, fueron el marco de actos de violencia. Por
ejemplo, en esta etapa se vieron frustrados los propósitos reeleccionistas
de Obregón, no obstante que, en 1927 y 1928, se modificó la Constitu-
ción de 1917 para permitir la reelección en el periodo no inmediato y
limitándola a una sola vez, en tanto que, mediante una reforma posterior,
se amplió el periodo presidencial de cuatro a seis años. Como segura-
mente se recuerda, en aquella ocasión se eligió a Portes Gil como presi-
dente provisional, concluyendo así la crisis respectiva, presentándose, sin
embargo, otro dilema institucional para el sistema político mexicano al
ocurrir, el 2 de septiembre de 1932, la renuncia al cargo del entonces
presidente Pascual Ortiz Rubio. Esta nueva crisis concluyó con la elec-
ción de Abelardo L. Rodríguez como presidente sustituto.

Por otra parte, los resultados electorales estaban caracterizados por vo-
taciones copiosas para los candidatos revolucionarios, mientras que sus
oponentes sólo constituían una suerte de virtual oposición que servía para
legitimar los procesos electorales, formalizándolos como democráticos.

En cuanto al sistema representativo, no se presentaron cambios sus-
tanciales en el periodo del caudillismo, salvo lo anotado al abordarse lo
relativo a la reelección del general Obregón. Por lo que respecta al órgano
Legislativo federal, se amplió el periodo de los diputados de dos a tres
años (artículo 51, en 1933); se modificó la base numérica para la elección
de diputados de sesenta mil a cien mil habitantes o por fracción que ex-
cediera de cincuenta mil, no pudiendo ser la representación de un estado
de menor a dos diputados, ni la de un territorio, cuya población fuese
menor a la indicada, menor a un diputado (artículo 52, en 1928); se in-
crementaron las anteriores bases numéricas para ubicarse en ciento cin-
cuenta mil y setenta y cinco mil, respectivamente (artículo 52, en 1942);
se aumentó el periodo de los senadores a seis años y la renovación de la
respectiva Cámara en su totalidad (artículo 56, párrafo primero, en 1933)
y se prohibió la reelección inmediata de los legisladores propietarios (ar-
tículo 59, en 1933). Por lo que respecta a la designación de los ministros
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, debe anotarse que los nom-
bramientos respectivos serían hechos por el presidente de la República y
sometidos a la aprobación de la Cámara de Senadores (artículo 96, en
1928).
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En cuanto a la institución presidencial, las principales modificaciones
constitucionales relativas al tema consistieron en la prohibición de la ree-
lección para el periodo inmediato y su limitación a un periodo más (ar-
tículo 83, en 1927); la ampliación del periodo presidencial (artículo 83,
en 1928), y la prohibición, de forma absoluta, de la reelección (artículo
83, en 1933).

La Ley Electoral de 1918 exigía a los partidos políticos un programa
de gobierno y la publicación de un órgano informativo. En esta ley, se
requería el registro de los candidatos, no así el del propio partido, ya que
este requisito se impone en la ley de 1946. Para que se permitiera la
intervención de los partidos políticos en las operaciones electorales, se
exigía el cumplimiento de ciertos requisitos, propiamente constitutivos y
otros de funcionamiento. A los partidos políticos se les permitía solicitar
la inscripción de ciudadanos que hubieran sido omitidos en las listas elec-
torales; igualmente, sus representantes, lo mismo que los de los candi-
datos, tenían derecho a firmar o sellar las boletas de la elección; ade-
más, los primeros podían formular protestas ante el presidente de la mesa
electoral y obtener copia certificada del resultado del escrutinio; los pro-
pios partidos políticos podían designar representantes ante la junta com-
putadora de los distritos.

Las mesas directivas de casilla fueron objeto de restructuración con la
ley de 1918, contemplándose, en su integración, la figura del auxiliar, y
eliminándose la intervención de los partidos. El nombramiento de los
funcionarios de casilla recaía entre los electores que se presentaban para
votar. La mesa era instalada por dos auxiliares, uno del ayuntamiento y
el otro del consejo de lista municipal, y estaba integrada por un presi-
dente, dos secretarios y dos escrutadores, electos, todos ellos, por mayo-
ría de votos entre los electores presentes a las 9:00 horas.

Para la formación y revisión de las listas electorales permanentes, se
constituyeron los consejos de listas electorales, los consejos de distritos
electorales y los consejos municipales. Los primeros tenían jurisdicción
estatal y se integraban por nueve miembros, para ser renovados en su
totalidad cada dos años. Los consejos de distritos electoral y los munici-
pales se conformaban de la misma manera que las juntas revisoras del pa-
drón electoral. A la presidencia municipal le correspondía elaborar las
boletas para la votación.
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Las juntas computadoras de los distritos se integraban por un presi-
dente, un vicepresidente, cuatro secretarios y cuatro escrutadores electos,
mediante escrutinio secreto y a mayoría de votos, por los presidentes de
las casillas electorales del distrito electoral; dichas juntas hacían el es-
crutinio general de los votos y entregaban la credencial respectiva al ga-
nador, siempre que se tratara de la elección de diputados; en el caso de
la elección de senadores, la junta computadora de votos solamente hacía
constar en el acta respectiva los nombres de los candidatos y el número
de votos obtenido, sin hacer pronunciamiento alguno; también anotaba
las nulidades hechas valer, ya que el cómputo total y la declaración de
ganador era responsabilidad del Congreso local o de la Cámara de Dipu-
tados, según fuera el caso.

El sistema de justicia electoral era similar al establecido por las leyes
precedentes; es decir, estaba integrado por medios de impugnación ad-
ministrativos, jurisdiccionales y políticos; empero, en materia de resulta-
dos electorales, prevalecía el contencioso político. Procedía la reclama-
ción por rectificación de errores y exclusión o inclusión indebida de la
lista electoral ante los consejos municipales o de distrito; si la resolución
resultaba adversa al reclamante o se oponía algún individuo, el expedien-
te se enviaba, de oficio, al juez letrado para que resolviera de plano y en
contra de su resolución procedía el recurso de apelación. Los instaladores
podían ser recusados por los electores de la sección o representantes de
los partidos políticos. Las juntas computadoras de votos tenían prohibido
calificar los vicios que se encontraran en los expedientes electorales o en
los votos emitidos, limitándose a hacerlos constar en el acta respectiva,
para que se calificaran. Las Cámaras de Diputados y de Senadores cali-
ficaban las elecciones de sus miembros y sus resoluciones eran definiti-
vas e inatacables. Los ciudadanos mexicanos tenían derecho de reclamar
ante la Cámara de Diputados la nulidad de la elección del ganador en su
distrito o de los votos emitidos en el mismo para esa elección; lo propio
podía hacerse respecto de la elección de senadores ante la Cámara co-
rrespondiente, siempre que el ciudadano fuere vecino del estado o distrito
respectivo. La elección de presidente también admitía la reclamación. Di-
cho medio impugnativo era procedente en tanto no se hubiera calificado
la elección y no estaba sujeta a formalidad alguna.
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3. Periodo de la consolidación del partido predominante (1946-1976)

Bajo la Constitución de 1917 y sus reformas del 11 de junio de 1951,
el 17 de octubre de 1953, el 20 de diciembre de 1960, el 22 de junio de
1963, el 22 de diciembre de 1969, el 29 de julio de 1971, el 14 de febrero
de 1972 y el 8 de octubre de 1974, se desarrolla el periodo que se ha de-
nominado como de la consolidación del partido predominante. En el pla-
no de las leyes secundarias federales, estuvieron en vigor: a) la Ley Elec-
toral Federal del 7 de enero de 1946, la cual fue reformada el 21 de
febrero de 1949; b) la Ley Electoral Federal del 4 de diciembre de 1951,
que sería modificada el 7 de enero de 1954, el 28 de diciembre de 1963
y el 29 de enero de 1970, y c) la Ley Federal Electoral del 5 de enero
de 1973.

La decisiva proyección del sistema presidencialista mexicano en la
gran mayoría de los eventos electorales, así como el predominio de un
sólo partido político, conocido como “partido oficial” , fueron las notas
características de la etapa que se analiza en el presente apartado. La par-
ticipación político-electoral prácticamente se institucionalizó en un sólo
partido político, el Partido Revolucionario Institucional, que, en 1946,
pasó a sustituir al Partido de la Revolución Mexicana, centralizándose,
al mismo tiempo, la designación de candidatos y decantando la partici-
pación política de las fuerzas y movimientos de oposición, aun de los
tradicionales sectores internos del PRI, esto último en aras de la llamada
disciplina partidaria. Igualmente, es sintomática la progresión de los con-
flictos sociales (ferrocarrileros, médicos, obreros y estudiantes) como re-
sultado de la composición heterogénea de la sociedad mexicana y ya no,
como ocurrió en el periodo anterior, como efecto de las pugnas entre los
jefes revolucionarios.

En el plano individual y siempre relacionados con la cuestión elec-
toral, son nombres significativos los de Miguel Alemán Valdés —quien
inaugura la época de los presidentes civiles del México contemporáneo—,
Ezequiel Padilla, Adolfo Ruiz Cortines, Miguel Henríquez Guzmán,
Efraín González Luna, Fernando Casas Alemán, Adolfo López Mateos,
Gilberto Flores Muñoz, Ángel Carvajal, Ignacio Morones Prieto, Ernesto
Uruchurtu, Luis H. Álvarez, Gustavo Díaz Ordaz, Donato Miranda Fon-
seca, Juan González Torres, Carlos Madrazo, Luis Echeverría Álvarez,
Mario Moya Palencia, Hugo Cervantes del Río y Augusto Gómez Villa-
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nueva. En este periodo, los candidatos del Partido Revolucionario Insti-
tucional provinieron del gabinete presidencial (primordialmente de la Se-
cretaría de Gobernación y sólo uno de ellos de una distinta, la Secretaría
del Trabajo, disminuyendo, para dichos efectos, la importancia de la Se-
cretaría de Guerra). En el gabinete y otros puestos políticos clave, es
claro el predominio de los egresados de carreras universitarias, principal-
mente provenientes de los sectores medios.

Asimismo, en el plano de los grupos políticos destacan el Partido Ac-
ción Nacional, Partido Auténtico de la Revolución Mexicana, el Partido
Democrático Mexicano, el Partido Nacionalista Mexicano, la Federación
de Partidos del Pueblo, el Partido Comunista Mexicano, el Partido Po-
pular Socialista (antes Partido Popular) y la naciente Confederación Na-
cional de Trabajadores. 

Como ya se anticipó, el sistema representativo estaba normado por las
reglas que se contenían en la Constitución de 1917, sobresaliendo el re-
conocimiento expreso de la ciudadanía a las mujeres (artículo 34, en
1953); la disminución de la edad para adquirir la ciudadanía a los die-
ciocho años (artículo 34, en 1969); el incremento sucesivo de la base
poblacional para la elección de los diputados (1951, 1960, 1972 y 1974
—si bien, en este último año sólo se modificó el artículo 52 constitucio-
nal para eliminar la referencia a territorio—); introducción en la Cámara
de Diputados de los llamados “diputados de partido” , estableciendo un
umbral del 2.5% de la votación total en el país, para que cierto partido
político nacional obtuviera cinco curules y, por cada 0.5% más, una curul
adicional hasta un máximo de veinte (artículo 54, en 1963); reducción
del anterior umbral para la asignación de “diputados de partido”  para
quedar en 1.5% (artículo 54, en 1972); disminución del requisito relativo
a la edad para ser diputado o senador, de veinticinco a veintiún años y
de treinta y cinco a treinta años, respectivamente (artículos 55, fracción
II, y 58, en 1972); tipificación de responsabilidad para los diputados o
senadores que no se presentaran a desempeñar el cargo, la cual, igual-
mente, se hizo extensiva los partidos políticos (artículo 63, párrafo cuar-
to, en 1963), y se extiende la facultad de la Cámara de Diputados para
erigirse en Colegio Electoral en las elecciones de ayuntamientos de los
territorios federales, a la vez que se establece que aquélla podrá suspen-
der y destituir, en su caso, a los miembros de dichos ayuntamientos y
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designar sustitutos y juntas municipales (artículo 74, fracción I, en 1971
—esta atribución desapareció con la reforma de 1974—).

Bajo la Ley Electoral de 1946, destaca la creación de la Comisión de
Vigilancia Electoral integrada con el secretario de Gobernación y un in-
tegrante del “gabinete”  como comisionado del Poder Ejecutivo, un di-
putado y un senador como comisionados de sus respectivas Cámaras o
de la Comisión Permanente y dos comisionados de los partidos políticos,
con lo cual se federaliza la organización de las elecciones. Asimismo, se
crea el Consejo del Padrón Electoral con el director general de Estadís-
tica, el de Población y el de Correos. Además, se crean las comisiones
locales electorales y las comisiones distritales electorales.

Con esta Ley Electoral de 1946, en cuanto a los partidos políticos na-
cionales, se establecen reglas relativas a su registro y otras disposiciones
más detalladas concernientes a sus derechos, haciéndose explícita su fa-
cultad de representación en cada uno de los organismos electorales y las
casillas electorales; asimismo, se reconoce el derecho de los candidatos
registrados a nombrar representantes. A dichos representantes se les otor-
ga el derecho de presentar protestas durante la preparación y desarrollo
de la elección y en la computación de los votos.

En materia de justicia electoral, también con este ordenamiento de
1946, además de la presentación de protestas, se establece el derecho
de representantes de partidos y de candidatos a objetar el lugar de insta-
lación de las casillas y el nombramiento de su presidente, así como el
derecho, otorgado a aquellos sujetos y a los ciudadanos, de formular pro-
testas en las operaciones que realizaran las juntas computadoras, las cua-
les, igualmente, tenían prohibido formular pronunciamientos sobre los vi-
cios de los expedientes electorales o las irregularidades en los votos. Se
establece que la calificación de la elección de diputados y de senadores
corresponde a cada una de sus Cámaras y la de presidente, a la de Di-
putados; si llegara a haber violación del voto, podía solicitarse a la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación que investigara dicha violación, en
términos de lo dispuesto en el artículo 97 constitucional (si bien, con la
reforma de 1949, desaparece de la ley este trámite, para pasar al procu-
rador general de la República), a efecto de que, con base en los resultados
de la investigación, la Cámara respectiva decidiera si se invalidaba la
elección correspondiente.
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Bajo la Ley Electoral de 1951, se establecen la Comisión Federal Elec-
toral, las locales y las distritales, que sustituyen a la Comisión Nacional
de Vigilancia Electoral. La primera de las mencionadas estaba integrada
por los siguientes comisionados: uno del Poder Ejecutivo, el cual era el
secretario de Gobernación; dos del Poder Legislativo, uno por cada cá-
mara, y tres de los partidos políticos. Asimismo, se crea el Registro Na-
cional de Electores bajo una dirección dotada de autonomía técnica.

En la Ley Electoral de 1951, la regulación de los partidos políticos era
más amplia. Los representantes de aquéllos ante las comisiones locales
y las distritales carecían de derecho de voto.

La inclusión o exclusión de electores del Registro Nacional de Elec-
tores podía ser solicitada por los ciudadanos y los partidos políticos. La
denegación del registro de candidatura podía reclamarse ante el superior
jerárquico de la autoridad responsable, a través del partido político soli-
citante. Los representantes de los partidos políticos y de los candidatos
tenían derecho de presentar protestas durante la preparación y desarrollo
de las elecciones y en los cómputos. Conforme a esta misma Ley Elec-
toral de 1951, los partidos, los candidatos y sus representantes podían
objetar el señalamiento del lugar para la instalación de una casilla y el
nombramiento de sus integrantes. Además, los electores y los repre-
sentantes de los partidos políticos podían gestionar la modificación de
las listas nominales de electores o formular protestas al respecto, pero
sólo el día de la elección. En general, los electores, los representantes de
partidos y los funcionarios de casilla tenían el derecho de presentar pro-
testas. A los comités distritales y a los locales les estaba prohibido cali-
ficar los vicios o irregularidades que encontraran en el proceso electoral,
debiendo hacerlos constar en el acta correspondiente. Se establece un
auténtico contencioso electoral administrativo ante el superior jerárquico
genérico y un posterior recurso de revocación ante la Comisión Federal
Electoral para impugnar aquella decisión. Se conserva el sistema de ca-
lificación por parte de las Cámaras, de las elecciones de sus integrantes
y de la presidencial.

En la Ley Electoral de 1973 se introduce una regulación más detallada
y sistemática de los partidos políticos, distinguiendo lo relativo a su con-
ceptualización y fundamentos o finalidades, su constitución, registro, de-
rechos y obligaciones, sus prerrogativas y la propaganda electoral. En
materia de organismos electorales, se conservan los de la ley precedente,
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así como el Registro Nacional de Electores, y se modifica la composición
de la Comisión Federal Electoral para reconocer un representante a cada
partido político nacional con registro. Se establece el recurso de recla-
mación ante el comité distrital para los ciudadanos a quienes la delega-
ción respectiva les hubiere negado su registro como electores; a su vez,
si aquélla resolviere que no procedía el registro, podía acudirse en queja
ante la Comisión Federal Electoral. Estos mismos derechos se reconocían
a los partidos políticos nacionales en caso de exclusión o inclusión inde-
bidas. Asimismo, a los electores, partidos políticos nacionales, candidatos
o sus representantes se les legitimaba para gestionar modificaciones a las
listas nominales de electores. La negativa de registro de candidatura sólo
podía ser reclamada por el partido político nacional y se presentaba ante
la responsable para que resolviera el superior jerárquico. También se con-
serva el derecho de objeción del lugar de instalación de las casillas y de
sus integrantes, igual que en la ley de 1951, y el sistema de cómputo y
calificación de las elecciones es similar al de este último ordenamiento;
asimismo, se incluye un sistema de garantías y el recurso de reclamación
de elección.

4. Periodo del pluripartidismo

El texto de la Constitución de 1917 fue reformado el 6 de diciembre de
1977, el 22 de abril de 1981, el 15 de diciembre de 1986, el 6 de abril de
1990, 28 de enero de 1992, el 3 de septiembre de 1993, el 19 de abril
de 1994, el 22 de agosto de 1996 y el 7 de marzo de 1997. Las leyes
secundarias que estuvieron en vigor fueron: a) la Ley Federal de Orga-
nizaciones Políticas y Procesos Electorales del 28 de diciembre de 1977,
y b) el Código Federal Electoral del 9 de enero de 1987, reformado el 6
de enero de 1998. Actualmente está en vigor el Código Federal de Ins-
tituciones y Procedimientos Electorales, publicado el 15 de agosto de 1990
y reformado el 3 de enero de 1991, el 17 de julio de 1992, el 24 de sep-
tiembre, el 23 de diciembre de 1993, el 14 de mayo y el 3 de junio de
1994, el 31 de octubre y el 22 de noviembre de 1996, y la igualmente
vigente Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia
Electoral, del 19 de noviembre de 1996.

Este cuarto periodo, junto al desgaste de los mecanismos corporativos,
se singulariza por la transición, a través de un proceso de múltiples y en
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ocasiones complejas reformas jurídico-electorales, a un sistema pluripar-
tidista competitivo progresivamente consolidado.

En esta etapa se establece un sistema electoral de mayoría relativa sin
representación de minorías, el cual, desde 1963 y hasta 1977, funcionaba
como un sistema de mayoría relativa complementado por un principio de
representación minoritaria limitada, a través de los llamados “diputados
de partido” . En 1977, en el marco de la trascendente reforma política de
ese año, se adopta el sistema mixto de representación proporcional con
dominante mayoritario, cuyas ulteriores reformas en 1986, 1990, 1993 y
1996 contribuyeron a la construcción de un sistema de partidos políticos
cada vez más plural y competitivo.

Aun cuando el PRI no ha perdido elección presidencial alguna y ha
logrado mantener al menos la mayoría relativa en las dos Cámaras del
Congreso de la Unión, la competencia y la pluralidad partidistas traen
consigo, particularmente a partir de 1979, la continua caída relativa de
la votación total del PRI. Asimismo, la conformación de la Cámara de Di-
putados adquiere un perfil más plural por la presencia incrementada de
la oposición.

A lo anterior se suma la apertura de la Cámara de Senadores a la re-
presentación de las minorías a través de la figura del senador de prime-
ra minoría (1994) y de los senadores por representación proporcional
(1996), con lo que el Senado, que hasta aquel año experimentó el domi-
nio hegemónico del Partido Revolucionario Institucional, cobra un perfil
partidista más heterogéneo.

Las principales reformas constitucionales consistieron en la sustitución
de la obligación de los ciudadanos mexicanos de inscribirse en el padrón
electoral para que se realice en el Registro Nacional de Ciudadanos (ar-
tículo 36, fracción I, en 1990); constitucionalización de los partidos po-
líticos como entidades de interés público, señalando su finalidad y reco-
nociendo el derecho a usar los medios de comunicación social, contar
con un mínimo de elementos para las actividades tendentes a la obtención
del voto y participar en las elecciones estatales y municipales, si se trataba
de partidos políticos nacionales (artículo 41, en 1977); establecimien-
to de la organización de las elecciones federales como función estatal
que se ejerce por los poderes Legislativo y Ejecutivo de la Unión, con
la participación de los partidos políticos nacionales y de los ciudadanos,
y que dicha función se realizaría a través de un organismos público con
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personalidad jurídica y patrimonio propios, y establecimiento de princi-
pios rectores para el ejercicio de dicha función estatal. Asimismo, se de-
linea la estructura de dicho organismo público, al mismo tiempo que se
establece un sistema de medios de impugnación a cargo de dicho orga-
nismo público y de un tribunal autónomo (Tribunal Federal Electoral)
que garantizaría la sujeción de los actos y resoluciones electorales al prin-
cipio de legalidad y a la observancia de un principio de definitividad de
las distintas etapas de los procesos electorales. Además, se establecen los
principios para la integración del Tribunal Electoral (artículo 41, en
1990); una concepción del Tribunal Federal Electoral como órgano au-
tónomo y máxima autoridad jurisdiccional electoral con una sala de se-
gunda instancia integrada por miembros de la judicatura federal y el pre-
sidente del Tribunal Federal Electoral, y con competencia para resolver, de
forma definitiva e inatacable, las impugnaciones que se presentaran en
materia electoral federal, salvo lo relativo a la elección presidencial
(puesto que la calificación respectiva se conservó en favor de la Cámara
de Diputados erigida en Colegio Electoral), así como los conflictos elec-
torales entre el Instituto Federal Electoral y sus servidores (artículos 41,
60 y 74, fracción I, en 1993). 

Cabe hacer notar que la reforma constitucional de este periodo también
condujo a la eliminación de los consejeros magistrados, para incluir a los
consejeros ciudadanos, como integrantes del Consejo General del Insti-
tuto Federal Electoral, lo mismo que a establecer el sistema de designa-
ción de los magistrados del Tribunal Federal Electoral, quienes deberían
reunir requisitos no menores que los marcados para ser ministro de la
Suprema Corte de Justicia de la Nación (artículo 41, en 1994); incluir el
sistema electoral mixto con dominante mayoritario en un número de cien
frente a trescientos diputados electos por el principio de mayoría relativa
(artículo 52, en 1977); incrementar a doscientos el número de diputados
por el principio de representación proporcional (artículo 52, en 1986);
precisar las demarcaciones territoriales para la elección de diputados (ar-
tículo 53, en 1977); constituir cinco circunscripciones plurinominales
(artículo 53, en 1986); establecer las reglas para la asignación de dipu-
tados de representación proporcional, determinando un umbral del 1.5%
(artículo 54, en 1977 y 1986); nuevamente, modificar las reglas para la
asignación de diputados de representación proporcional (artículo 54, en
1990 y 1993); modificar el sistema de renovación de las Cámaras para
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que ello ocurra cada tres años, por mitad de sus integrantes, y establecer
la calificación de la elección de senadores en favor de la Comisión Per-
manente del Congreso de la Unión, para el caso del Distrito Federal, y
las legislaturas de los estados, en el resto de los casos (artículo 56, en
1986); modificar la integración de la Cámara de Senadores, mediante la
elección de tres por mayoría relativa y uno para la primera minoría por
cada entidad federativa (artículo 56, en 1993); modificar la integración
del Colegio Electoral de las Cámaras y establecer el recurso de reclama-
ción ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación y señalamiento de
los efectos de dicho recurso (artículo 60, en 1977); modificar el sistema
para la integración del Colegio Electoral de la Cámara de Diputados (ar-
tículo 60, en 1981); modificar de nueva cuenta la integración del Colegio
Electoral de la Cámara de Diputados, así como del correspondiente a la
de Senadores (artículo 60, en 1986), e introducir variaciones en la com-
posición del Colegio Electoral de la Cámara de Diputados (artículo 60,
en 1990).

La última reforma constitucional y legal en materia electoral, realizada
en agosto y noviembre de 1996, respectivamente, constituye un paso sig-
nificativo en la evolución democrática de México porque, entre otros lo-
gros, a) consolida la autonomía y refuerza la imparcialidad del Instituto
Federal Electoral mediante el retiro de la re-presentación del Poder Eje-
cutivo ante el Consejo General de ese Instituto y la supresión del derecho
de voto a los representantes del Poder Legislativo, quienes preservan su
derecho de voz; los consejeros electorales son electos, a propuesta de las
propias fracciones parlamentarias, por las dos terceras partes de la Cá-
mara de Diputados, a la vez que aumentan sus facultades; b) consuma la
judicialización del contencioso electoral no sólo al eliminarse la injeren-
cia del Congreso en la calificación electoral presidencial, sino también
porque la Suprema Corte de Justicia adquiere facultades para conocer de
la inconstitucionalidad de normas electorales, en tanto que el Tribunal
Federal Electoral se incorpora —como órgano especializado y máxima
autoridad jurisdiccional en la materia— al Poder Judicial y sus magistra-
dos son electos, a propuesta de la Suprema Corte, por dos tercios de la
Cámara de Senadores; c) establece un tope del 8% a la sobrerrepresen-
tación en la Cámara de Diputados para el partido con votación más alta
y, en la Cámara de Senadores, introduce la figura del senador de repre-
sentación proporcional; d) amplía los derechos y las obligaciones de los
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partidos políticos y crea la figura de la agrupación política nacional;
e) establece condiciones más equitativas para la competencia a través de
ajustes favorables a las prerrogativas de los partidos políticos en materia
de financiamiento público y medios de comunicación, junto con reglas
específicas para topes de campaña y controles en el gasto; f) introduce
nuevos controles y mecanismos para garantizar la autenticidad y libertad
del sufragio, particularmente en el desarrollo de la jornada electoral, y
g) reestructura y precisa el régimen de faltas y sanciones, así como el de
delitos electorales, definiendo los órganos encargados de su conocimiento
y aplicación.

Actualmente, la Cámara de Diputados, renovada totalmente cada tres
años, se integra por trescientos diputados electos según el principio de
votación mayoritaria relativa en otros tantos distritos electorales unino-
minales y por doscientos diputados electos conforme al principio de repre-
sentación proporcional, mediante el sistema de listas regionales votadas
en cinco circunscripciones plurinominales, ambos principios fundados en
criterios territoriales y demográficos. Ningún estado de la República pue-
de contar con menos de dos diputados de mayoría y ningún partido po-
lítico, con más de trescientos diputados electos por ambos principios.
Ningún partido puede sobrerrepresentarse en la Cámara de Diputados por
encima del 8% de su votación total (artículos 51 a 54 de la Constitución
federal).

La Cámara de Senadores, que se renueva totalmente cada seis años,
se integrará, a partir de la elección de 1997, por ciento veintiocho senadores,
de los cuales sesenta y cuatro son electos por el principio de mayoría
relativa a razón de dos por cada estado y dos por el Distrito Federal;
treinta y dos corresponden a la primera minoría o segunda mejor fórmula
de candidatos en cada entidad federativa, y los treinta y dos restantes
resultan de la aplicación del principio de representación proporcional a
partir de una sola lista votada en una sola circunscripción plurinominal
nacional (artículo 56 de la Constitución federal).

La transición de un sistema de partido hegemónico a otro plural y
competitivo se revela en la composición actual de los partidos y organi-
zaciones políticas con registro.

Los partidos políticos con registro vigente ante la autoridad electoral
son: el Partido Acción Nacional (PAN), Partido Revolucionario Institu-
cional (PRI), Partido de la Revolución Democrática (PRD), Partido Po-
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pular Socialista (PPS), Partido Demócrata Mexicano (PDM), Partido Car-
denista (PC), Partido Verde Ecologista de México (PVEM) y Partido del
Trabajo (PT). De éstos, sólo los tres primeros y el último cuentan, ac-
tualmente, con representación parlamentaria.

Los partidos políticos nacionales, considerados como tales a partir de
la obtención de su registro ante la autoridad electoral, son entidades de in-
terés público (artículo 41 de la Constitución federal), gozan de persona-
lidad jurídica y de diversos derechos y prerrogativas, y están sujetos a
ciertas obligaciones (artículos 23 y 38 del Código Federal de Instituciones
y Procedimientos Electorales, COFIPE). Los partidos políticos consiguen
su registro ante el Consejo General del Instituto Federal Electoral, acre-
ditando tanto la realización de asambleas constitutivas (en diez entidades
federativas o cien distritos) como cierto número de afiliados (a partir de
1996 aproximadamente cincuenta y nueve mil, menor al exigido en 1994)
y documentos básicos (declaración de principios, programa de acción y
estatutos) cuyos mínimos fija la ley (artículos 24 a 28 del COFIPE). 

Entre sus principales derechos, los partidos cuentan con los de parti-
cipación en la preparación, desarrollo y vigilancia del proceso electoral,
para lo cual nombran representantes ante órganos colegiados del Instituto
Federal Electoral y el Registro Federal Electoral; libertad para realizar
sus actividades con apego a la ley; financiamiento público (prevaleciente
sobre el privado), así como acceso garantizado y uso gratuito (y también
pagado) a medios de comunicación masiva, en ambos casos bajo el prin-
cipio no de igualdad ni de proporcionalidad, sino de equidad, elevado a
nivel constitucional en 1996, y que importa 84% más financiamiento pú-
blico y más tiempo-aire que en 1994 (en ambos casos 30% del bien se
distribuye en partes iguales y 70%, según su fuerza electoral, aunque en
acceso a medios para efectos de promocionales sólo tienen derecho los
partidos representados en el Congreso); exenciones fiscales y franquicias
postales y telegráficas; postulación de candidatos en elecciones federales,
estatales y municipales (con prohibiciones para presentar al mismo candi-
dato simultáneamente en dos de ellas y con restricciones para no registrar
al mismo tiempo a más de sesenta candidatos a diputados de mayoría
relativa y diputados de representación proporcional); formación de fren-
tes y coaliciones (con requisitos más permisivos que antes de 1996, sobre
todo para diputados de mayoría relativa y senadores de representación
proporcional), así como derecho a la fusión; establecimiento de relacio-
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nes nacionales y extranacionales con diversos sujetos sin comprometer
la soberanía nacional; suscripción de acuerdos de participación con las
agrupaciones políticas nacionales y, finalmente, el derecho de acceso a
la justicia respecto de todos los actos y resoluciones de la autoridad elec-
toral (criterio sostenido por el Tribunal Electoral a partir de una interpre-
tación sistemática y funcional de la ley electoral; artículos 36 y 37, y 41
a 65 del COFIPE, así como artículo 41, fracciones I y II, de la Consti-
tución federal).

De acuerdo con el artículo 41, fracción III, de la Constitución, el Ins-
tituto Federal Electoral es un organismo público autónomo que realiza la
función estatal de organizar las elecciones federales, está dotado de per-
sonalidad jurídica y patrimonio propios, y en su integración participan el
Poder Legislativo, los partidos políticos nacionales y los ciudadanos. El
Instituto Federal Electoral realiza aquella función atendiendo a los prin-
cipios rectores de certeza, legalidad, independencia, imparcialidad y ob-
jetividad.

Asimismo, el Instituto Federal Electoral es autoridad en la materia
electoral, independiente en sus decisiones y funcionamiento, así como
profesional en su desempeño, contando en su estructura con órganos de
dirección, ejecutivos, técnicos y de vigilancia.

El Consejo General es su órgano superior de dirección y se integra
por un consejero presidente y ocho consejeros electorales (elegidos por
las dos terceras partes de la Cámara de Diputados a propuesta de los
grupos parlamentarios, en el entendido de que todos los actuales fueron
designados por unanimidad), concurriendo, con voz pero sin voto, los
consejeros del Poder Legislativo, los representantes de los partidos polí-
ticos y un secretario ejecutivo. De gran importancia, como se apuntó, fue
la supresión del secretario de Gobernación que antiguamente presidía di-
cho Consejo General, lo cual fortalece la autonomía e imparcialidad del
Instituto Federal Electoral, además de que consolida el proceso de despar-
tidización y ciudadanización del organismo electoral.

El consejero presidente y los consejeros electorales duran en su cargo
siete años (sin renovación escalonada) y, junto con el secretario ejecutivo
(quien es nombrado por las dos terceras partes del Consejo General a
propuesta de su presidente), responden a un perfil profesional no partidista
e independiente del gobierno, encontrándose sujetos al régimen de res-
ponsabilidades de los servidores públicos, previsto constitucionalmente.
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Los órganos ejecutivos y técnicos, representados por la Junta General
Ejecutiva y sus dependencias, disponen del personal calificado necesario
para prestar el servicio profesional electoral. La Junta General Ejecutiva
es presidida por el presidente del Consejo General y es coordinada por
el secretario ejecutivo, en tanto que los directores ejecutivos de las dife-
rentes áreas técnicas son designados, a propuesta del consejero presiden-
te, por el Consejo General.

Los órganos de vigilancia se integran, mayoritariamente, por repre-
sentantes de los partidos políticos nacionales y funcionan a nivel nacio-
nal, local o distrital a través de comisiones, tales como la Comisión Na-
cional de Vigilancia.

El Instituto Federal Electoral tiene a su cargo, de forma integral y di-
recta, las actividades relativas a la capacitación y educación cívica, la
geografía electoral, los derechos y prerrogativas de las agrupaciones po-
líticas y de los partidos políticos, al padrón y lista de electores, la impre-
sión de materiales electorales, la preparación de la jornada electoral, los
cómputos en los términos que señale la ley, la declaración de validez y
otorgamiento de constancias en las elecciones de diputados y senadores,
el cómputo de la elección de presidente de los Estados Unidos Mexicanos
en cada uno de los distritos electorales uninominales, así como la regu-
lación de la observación electoral y de las encuestas o sondeos de opinión
con fines electorales.

Los órganos centrales del Instituto Federal Electoral son el Consejo
General, la Presidencia del Consejo General, la Junta General Ejecutiva
y la Secretaría Ejecutiva (artículo 72, párrafo 1, del COFIPE). El Consejo
General es el responsable de vigilar por el cumplimiento de las disposi-
ciones constitucionales y legales en materia electoral, así como de velar
que los principios rectores guíen todas las actividades del Instituto (ar-
tículo 73, párrafo 1, del COFIPE). 

EL Instituto Federal Electoral cuenta con una estructura desconcentra-
da territorial y orgánicamente, integrada por una delegación en cada una
de las treinta y dos entidades federativas y una subdelegación en cada
uno de los trescientos distritos electorales uninominales.

La doble estructura federal del Instituto Federal Electoral: colegiada
(Consejo General) y ejecutiva (Junta General Ejecutiva) se reproduce en
las entidades federativas con el nombre de consejo local y junta local
ejecutiva, respectivamente, en tanto que a nivel distrital se denominan
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consejo distrital y junta distrital ejecutiva. El presidente del consejo, local
o distrital, es, al mismo tiempo, el presidente de la junta ejecutiva, local o
distrital, y se le denomina vocal ejecutivo local o distrital. Los consejos
locales se conforman por el respectivo consejero presidente y seis con-
sejeros electorales, un representante de cada partido político nacional con
registro y tres directores ejecutivos, locales o distritales (de Organización
Electoral, del Registro Federal de Electores y de Capacitación Electoral
y Educación Cívica), denominados vocales locales o distritales. Al igual
que en el Consejo General, en los consejos locales y distritales sólo los
consejeros electorales cuentan con derecho a voz y voto.

Los presidentes de los consejos locales y distritales son designados por
el Consejo General, en tanto que los consejeros locales son nombrados
también por el Consejo General, y los consejeros electorales distritales,
por el respectivo consejo local. 

Una de las más importantes reformas de 1996 se refiere a la justicia
electoral, con la incorporación del Tribunal Electoral al Poder Judicial
de la Federación, la consolidación del sistema contencioso electoral de
naturaleza jurisdiccional, así como la ampliación y perfeccionamiento
de los medios de impugnación electoral, incluyendo la nueva acción de
inconstitucionalidad de leyes electorales ante la Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación.

Por otra parte, por lo que corresponde al rubro de la justicia electoral,
debe tenerse presente el establecimiento, en 1977, de un recurso de re-
clamación ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación para impugnar
la resolución del Colegio Electoral de la Cámara de Diputados respecto
de la elección de alguno de sus miembros; sin embargo, los efectos de
la “ resolución”  de la Suprema Corte equivalían a los de una mera opi-
nión sin carácter vinculatorio; pues, si bien difería de la del Colegio Elec-
toral, aquélla regresaba a la Cámara de Diputados para que ésta emitiera
la resolución definitiva e inatacable, lo cual fue severamente criticado
por la doctrina constitucional, puesto que le restaba autoridad a la Supre-
ma Corte.

Con el establecimiento del Tribunal de lo Contencioso Electoral Fe-
deral en 1987 —concebido legalmente como “órgano autónomo de ca-
rácter administrativo”— se previeron los primeros medios de impugna-
ción de naturaleza jurisdiccional (el llamado recurso de queja) contra los
resultados de las elecciones de diputados y senadores, así como la presi-
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dencial; sin embargo, las resoluciones recaídas a los recursos de queja (a
diferencia de las correspondientes a los recursos previos a la jornada elec-
toral, que sí eran definitivas e inatacables) podían ser modificadas libre-
mente por los colegios electorales de las Cámaras, únicos que estaban
facultados para declarar la nulidad de alguna elección, lo cual generaba
insatisfacción. El Tribunal de lo Contencioso Electoral se integraba con
siete magistrados numerarios y dos supernumerarios, designados por el
Congreso de la Unión o su Comisión Permanente, a propuesta de los
grupos parlamentarios, teniendo un carácter temporal, pues sólo funcio-
naba durante el proceso electoral.

En 1990 se creó el Tribunal Federal Electoral como órgano jurisdic-
cional autónomo y contra los resultados electorales se previó el recurso
de inconformidad, cuyas resoluciones (que sí podían declarar la nulidad de
la votación recibida en alguna casilla e, incluso, de toda una elección
de diputados o senadores) podían ser revisadas y, en caso de que “hu-
biese violaciones a las reglas de admisión o valoración de pruebas, en la
motivación del fallo o cuando éste fuese contrario a derecho” , modifica-
das por “el voto de las dos terceras partes de los miembros presentes del
Colegio respectivo”  (en el entendido de que las resoluciones del Tribunal
Federal Electoral recaídas sobre los medios de impugnación previos a la
jornada electoral también eran definitivas e inatacables, elevándose a ran-
go constitucional el principio de definitividad de las etapas del proceso
electoral).

El Tribunal Federal Electoral se estructuró originalmente con una sala
central de carácter permanente, integrada con cinco miembros, y cuatro
salas regionales de carácter temporal (sólo funcionaban durante el pro-
ceso electoral), conformadas por tres miembros. Los magistrados debían
satisfacer los mismos requisitos que se exigían para ser ministro de la
Suprema Corte, además de aquellos que aseguraran su desvinculación po-
lítica, y eran designados por dos terceras partes de los miembros presen-
tes de la Cámara de Diputados, de entre los propuestos (por lo menos
dos para cada vacante) por el Ejecutivo federal.

El sistema contencioso electoral mixto jurisdiccional y político preva-
leció hasta 1993, tratándose de las elecciones de diputados y senadores,
y hasta 1996, por lo que se refiere a la elección presidencial, como se
explica a continuación.
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En 1993 se fortaleció al Tribunal Federal Electoral y se le definió
constitucionalmente como “máxima autoridad jurisdiccional en materia
electoral” , desapareciendo el sistema de autocalificación, al eliminarse
los Colegios Electorales de las Cámaras de Diputados y Senadores del
Congreso de la Unión, en el entendido de que la elección de presidente
de los Estados Unidos Mexicanos continuó siendo calificada por la Cá-
mara de Diputados erigida en Colegio Electoral.

Al efecto, la facultad de determinar la legalidad y validez de la elec-
ción de senadores y diputados pasó a ser una atribución de los órganos
del Instituto Federal Electoral y, sólo en caso de controversia, el Tribunal
Federal Electoral intervenía, en última instancia y previa interposición
del medio de impugnación correspondiente, cuya resolución era definiti-
va e inatacable. 

Con tal motivo, se creó una sala de segunda instancia, integrada por
el presidente del Tribunal Federal Electoral, quien la presidía, y cuatro
miembros de la judicatura federal, designados estos últimos por dos terce-
ras partes de la Cámara de Diputados o, en su caso, la Comisión Perma-
nente, a propuesta del pleno de la Suprema Corte. Esta sala sólo funcionaba
para conocer de las impugnaciones (el llamado recurso de reconsidera-
ción) contra las resoluciones de fondo recaídas sobre los recursos de incon-
formidad, así como contra la asignación de diputados por representación
proporcional, otorgándole a sus resoluciones, como se apuntó, efectos de-
finitivos e inatacables.

Finalmente, con la creación del Tribunal Electoral del Poder Judicial
de la Federación, se confirmó la atribución de sus salas respectivas para
resolver de forma definitiva e inatacable las impugnaciones contra los
resultados de las elecciones de diputados y senadores, a la vez que se le
confiere a su sala superior la facultad de realizar, una vez resueltas, en
su caso, las impugnaciones contra los resultados de la elección presiden-
cial, el cómputo de la elección de presidente de los Estados Unidos Me-
xicanos, procediendo a formular la declaración de validez de la elección
y de presidente electo, razón por la cual desaparece la atribución de la
Cámara de Diputados sobre el particular.

Conforme a lo dispuesto en el artículo 99 constitucional, el Tribunal
Electoral es, con excepción de la acción de inconstitucionalidad contra
leyes y contra normas generales electorales, que es competencia de la
Suprema Corte de Justicia de la Nación, la máxima autoridad jurisdic-
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cional en la materia y órgano especializado del Poder Judicial de la Fe-
deración.

El nuevo Tribunal Electoral pertenece al Poder Judicial de la Federa-
ción (de manera similar a lo que ocurre con la Cámara Nacional Electoral
de Argentina y el Tribunal Superior Electoral de Brasil).

El Tribunal Electoral cuenta con dos instancias: una sala superior y
cinco salas regionales. Sin embargo, la mayoría de los asuntos los resuel-
ve de forma uniinstancial y sólo algunos de los medios de impugnación
que pueden interponerse contra los resultados electorales se resuelven
biinstancialmente.

La sala superior se integra con siete magistrados electos para un pe-
riodo de diez años improrrogables y es la única de carácter permanente,
cuya sede es el Distrito Federal. Elige a su propio presidente, de entre
sus miembros, para un periodo de cuatro años, el cual también es presi-
dente del Tribunal Electoral. Para sesionar válidamente requiere un quó-
rum de cuatro miembros, salvo para hacer la declaración de validez y de
presidente electo de los Estados Unidos Mexicanos, que exige la presen-
cia de seis miembros. Para resolver, basta el voto de la mayoría simple
de sus integrantes (en caso de empate, el presidente tiene voto de cali-
dad), salvo que legalmente se prevea una mayoría calificada (por ejem-
plo, para interrumpir una jurisprudencia y que deje de tener carácter obli-
gatorio se exige, cuando menos, cinco votos).

Las salas regionales se integran con tres magistrados electos para un
periodo de ocho años improrrogables, salvo que sean promovidos a car-
gos superiores, y tienen un carácter temporal, debiendo quedar integradas
a más tardar una semana antes del inicio del proceso electoral federal
ordinario y entrar en receso a la conclusión del mismo. Su sede es la
ciudad designada como cabecera de cada una de las circunscripciones
plurinominales en que se divide el país. Cada sala regional elige a su
presidente, de entre sus miembros, para cada periodo en que deban fun-
cionar. Para sesionar, se requiere de la presencia de sus tres miembros
(la ausencia temporal de alguno no mayor de treinta días, se suple por el
secretario general o, en su caso, el secretario de mayor antigüedad).

La administración, vigilancia, disciplina y carrera judicial del Tribunal
Electoral se encuentran a cargo de su Comisión de Administración, la
cual se integra con el presidente del Tribunal Electoral, quien la preside,
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un magistrado de la sala superior designado por insaculación, así como
tres miembros del Consejo de la Judicatura Federal.

Tanto los magistrados de la sala superior como los de las salas regio-
nales son elegidos por el voto de las dos terceras partes de los miembros
presentes de la Cámara de Senadores a propuesta en terna del pleno de
la Suprema Corte de Justicia de la Nación; de este modo, se eliminó tam-
bién aquí la intervención que se le daba al presidente de la República
para proponer a los magistrados, como ocurría en el Tribunal Federal
Electoral. Para la elección de los nuevos magistrados, en esta primer oca-
sión, se exigía el voto de las tres cuartas partes de la Cámara de Sena-
dores (a fin de requerir el consenso también de los partidos de oposición),
si bien en la práctica todos ellos fueron elegidos por unanimidad (con lo
cual se espera que contribuya a su legitimidad e independencia). 

Para ser magistrado de la sala superior se exigen los mismos requisitos
que para ser ministro de la Suprema Corte, en tanto que para pertenecer
a las salas regionales se requiere satisfacer los previstos para ser magis-
trado de los tribunales colegiados de circuito; adicionalmente, tanto unos
como otros deben cubrir los relativos a su idoneidad profesional y des-
vinculación política.

Puede afirmarse que el procedimiento y los requisitos exigidos para la
elección de los magistrados electorales son los de mayor dificultad de los
establecidos para la designación de cualquier otro integrante de un órgano
constitucional mexicano, lo cual contribuye a asegurar su imparcialidad.

Como parte de las garantías judiciales para los miembros del Tribunal
Electoral, cabe aludir a la independencia judicial y el que su remuneración
no pueda ser disminuida durante su encargo, en los términos de los artículos
17 y 94 constitucionales, respectivamente, así como a su estabilidad du-
rante el encargo y la conformación de una carrera judicial electoral.

Asimismo, a los magistrados electorales se les somete al régimen de
responsabilidades previsto en el título cuarto de la Constitución federal
y la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, incluyendo la po-
sibilidad de que sean sujetos de juicio político ante las Cámaras del Con-
greso de la Unión (lo que puede acarrear su destitución o inhabilitación
hasta por ocho años), otorgándoles la inmunidad procesal penal a los ma-
gistrados de la sala superior, esto es, que se exija la previa declaración
de procedencia de la Cámara de Diputados para proceder penalmente en
su contra.
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Con la incorporación del Tribunal Electoral al Poder Judicial de la
Federación se fortaleció su autonomía funcional y se ampliaron sus atri-
buciones.

El Tribunal Electoral goza de autonomía funcional, toda vez que sus
sentencias son definitivas e inatacables, esto es, ninguna otra autoridad
(incluida la Suprema Corte) puede revisarlas, ni mucho menos modifi-
carlas.

El único límite relativo es la posibilidad de que ante una contradicción
de criterios entre lo sostenido por una sala de la Suprema Corte y alguna
otra del Tribunal Electoral, exclusivamente respecto de la inconstitucio-
nalidad de algún acto o resolución, o bien, sobre la interpretación de un
precepto constitucional, corresponde al pleno de la Suprema Corte resol-
ver cuál es el criterio que debe prevalecer, en el entendido de que los
efectos de la resolución respectiva no podrán afectar los asuntos ya re-
sueltos (por otra parte, en virtud de que la materia electoral está excluida
de la competencia de la Suprema Corte, salvo que se tratase de la incons-
titucionalidad de leyes electorales, pareciera un supuesto que difícilmente
se presentará en la práctica).

Igualmente, debe tenerse presente que el Tribunal Electoral está facul-
tado para resolver los asuntos de su competencia con plena jurisdicción,
por lo que en términos generales puede confirmar, revocar o, aun, modi-
ficar los actos o resoluciones impugnados, llegando incluso a sustituir al
efecto a la autoridad electoral responsable.

 Como parte de su autonomía funcional, cabe destacar las atribuciones
normativas del Tribunal Electoral no sólo para expedir su reglamento in-
terno y los acuerdos generales para su adecuado funcionamiento, sino
para establecer, a través de su sala superior, jurisprudencia obligatoria para
las respectivas salas, el Instituto Federal Electoral e, incluso, para las au-
toridades electorales locales en determinados casos.

Finalmente, conviene aludir también a la autonomía administrativa, en
cuanto a que la administración, vigilancia, disciplina y carrera judicial
en el Tribunal Electoral se encuentra a cargo, como se indicó, de su Co-
misión de Administración; asimismo, su incipiente autonomía financiera,
en tanto que el Tribunal propone su presupuesto al presidente de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación, para su inclusión en el proyecto
de presupuesto del Poder Judicial de la Federación, quien lo envía para
su inclusión en el proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación
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que debe someterse anualmente a la Cámara de Diputados, sin que el
Ejecutivo pueda modificar el proyecto respectivo.

En el sistema de medios de impugnación en materia electoral puede
establecerse una primera distinción que obedece al carácter de la autori-
dad responsable de resolver el recurso o juicio. Así, puede aludirse al
contencioso administrativo que está integrado por el recurso de revisión
(cuya resolución corresponde al consejo —si ocurre dentro de un proceso
electoral federal— o la junta ejecutiva —durante el tiempo que transcurre
entre dos procesos electorales— del Instituto Federal Electoral jerárqui-
camente superior al órgano que haya dictado el acto o resolución impug-
nado) y, por otra parte, al contencioso jurisdiccional (cuya resolución
corresponde a la sala competente del Tribunal Electoral del Poder Judi-
cial de la Federación), conformado por los siguientes medios de impug-
nación: a) recurso de apelación; b) juicio de inconformidad; c) recurso
de reconsideración; d) juicio para la protección de los derechos político-
electorales del ciudadano; e) juicio de revisión constitucional electoral,
y f) juicio para dirimir los conflictos o diferencias laborales de los ser-
vidores del Instituto Federal Electoral.

Asimismo, es posible establecer una nueva distinción que atienda al
momento en que deba interponerse el recurso o juicio. Un primer grupo
está constituido por los recursos y juicios que son susceptibles de pre-
sentarse fuera del proceso electoral federal (recurso de revisión, recurso
de apelación y juicio para la protección de los derechos político-electo-
rales del ciudadano). En el segundo grupo se ubican los que se presentan
durante el proceso electoral federal, existiendo, a su vez, dos subgrupos
que son los que se presentan durante la etapa de preparación de la elec-
ción o previamente a la jornada electoral (recurso de revisión, recurso de
apelación y juicio para la protección de los derechos político-electorales
del ciudadano), y el otro que corresponde a los que ocurren durante la
etapa de resultados y declaración de validez (juicio de inconformidad y
recurso de reconsideración).

Adicionalmente, resulta útil destacar el nuevo juicio que puede pre-
sentarse en contra de actos o resoluciones, tanto de autoridades federales,
locales, estatales o de las entidades federativas, o bien, municipales, que
es el juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciu-
dadano (para proteger el derecho constitucional de votar, ser votado y de
asociación), así como el también nuevo juicio de revisión constitucional
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electoral, con el objeto de controlar la constitucionalidad de los actos y
resoluciones de las autoridades electorales locales (con lo cual, cualquier
elección estatal o municipal puede llegar a ser impugnada, por razones
constitucionales, ante la sala superior del Tribunal Electoral).

El juicio para dirimir los conflictos o diferencias laborales de los ser-
vidores del Instituto Federal Electoral es un proceso impugnativo que
está reservado para los servidores del Instituto Federal Electoral por cues-
tiones laborales, cuya resolución corresponde también a la sala superior
del Tribunal Electoral.

Como complemento del referido sistema de medios de impugnación
en materia electoral, cabe aludir a la demanda por la que se ejerce la
acción de inconstitucionalidad, cuya resolución es competencia de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación y que tiene por objeto controlar la
constitucionalidad de las normas generales o leyes en materia electoral
(cabe advertir que, por disposición constitucional, las leyes electorales
federal y locales deben promulgarse y publicarse, por lo menos, noventa
días antes de que se inicie el proceso electoral en que vayan a aplicarse,
y durante el mismo no podrá haber modificaciones legales fundamen-
tales).

La acción de inconstitucionalidad, así como los juicios y recursos que
se han mencionado líneas arriba, permiten sostener que en México existe
un sistema integral de medios de impugnación en materia electoral, que
permite el control de la constitucionalidad de las normas electorales, así
como la constitucionalidad y legalidad de todos y cada uno de los actos
y resoluciones de las autoridades electorales federales y locales, además
de la defensa procesal de los derechos político-electorales del ciudadano.

Según puede desprenderse de este condensado recuento de las carac-
terísticas sobresalientes del proceso de evolución de la normatividad elec-
toral en México durante el siglo XX, el régimen jurídico del país en la
materia ha experimentado diversas transiciones, una de las cuales, la de
1977 en adelante, se distingue tanto por su profundidad, prolongación y
complejidad cuanto por su sentido evidentemente democrático. Esa evo-
lución normativa ha tenido su correlato en la aparición y desenvolvimien-
to de una ciencia del derecho electoral mexicana progresivamente con-
solidada.
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III. EVOLUCIÓN DE LA CIENCIA DEL DERECHO ELECTORAL

DURANTE EL SIGLO XX EN MÉXICO

A lo largo del siglo XX, en consonancia con la evolución del derecho
electoral en tanto normatividad, descrita en el apartado previo, el desen-
volvimiento del derecho electoral en tanto ciencia reconoce los siguientes
periodos: un primer periodo, que corre de 1917 a 1976, caracterizado por
la presencia de un partido político convertido en hegemónico, en el que
el análisis y referencias relacionados con la normatividad electoral, salvo
contadas excepciones, formaban parte de la ciencia del derecho constitu-
cional y, más tarde, de la ciencia política; un segundo periodo, a partir
de la reforma política de 1977 y que se extiende hasta nuestros días, la
etapa del pluralismo, que puede subdividirse, para efectos didácticos y
conforme a la pesquisa bibliohemerográfica efectuada, en los siguientes
segmentos: un primer tramo, de 1977 a 1988, en que, en torno a aquella
reforma política, se desarrollan un mayor número de estudios específica-
mente jurídico-electorales; un segundo segmento, ubicado entre los años
de 1989 y 1995, caracterizado por la creación de nuevas instituciones
electorales especializadas, en el que se consolida lo que puede denomi-
narse una verdadera ciencia del derecho electoral mexicano, expresada
en diversas y relevantes contribuciones jurídicas; finalmente, un tercer
subperiodo, que se inicia con la reforma electoral de 1996, el cual se
distingue por dotar de autonomía plena a la administración electoral y
consumar la judicialización de las elecciones, en el que, además de la
profundización en los estudios sobre derecho electoral sustantivo, tam-
bién comienza a cobrar especial importancia la investigación en materia
de derecho procesal electoral. Además de lo anterior, diversas actividades
académicas han configurado un espacio propio para el derecho electoral.
A continuación, se hará referencia a las principales aportaciones a la cien-
cia del derecho electoral mexicano en cada uno de dichos periodos y seg-
mentos.

1. El derecho electoral como parte de la ciencia del derecho
   constitucional y de la ciencia política (1917-1977)

Los primeros análisis sobre las normas de derecho electoral aparecie-
ron en diversas obras de derecho constitucional y sólo de manera tenue
podría establecerse una relación entre los años en que se publicaron tales
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obras y la periodización normativa identificada en el primer apartado de
este ensayo.

En este orden de ideas, cabe citar el pionero estudio de Aurelio Cam-
pillo (1928) sobre la Constitución de 1917, que enfatiza el reconocimien-
to constitucional de los derechos civiles y políticos, lo mismo que las
reglas y requisitos para las elecciones presidencial y legislativa. Asimis-
mo, pertenecen a este subconjunto las contribuciones de Miguel Lanz
Duret (1931) y Felipe Tena Ramírez (1941) en cuyas obras se efectúa un
análisis crítico de la universalidad del derecho de voto activo y de las
fórmulas electorales, así como un estudio de los derechos políticos y las
reglas relativas a la representación política, respectivamente. Sobresalen,
aun cuando no publicados formalmente, los apuntes de Octavio Hernán-
dez González (1945) quien elabora, además de otros comentarios a la
Constitución política en materia electoral, definiciones sobre los concep-
tos de “cargo de elección popular” , “elección” , “sistemas de elección” ,
“obligatoriedad y gratuidad de las funciones electorales”  y “ régimen ju-
rídico de las funciones electorales” .

Son de mencionar las aportaciones de Jorge Vallejo y Arizmendi
(1947), Fernando López Cárdenas (1947), Jesús Romero Flores (1960),
Serafín Ortiz Ramírez (1961), Daniel Moreno (1965), Francisco Ramírez
Fonseca (1967) y Ulises Schmill (1971) en las que también aparecen los
temas de representación política propios del derecho constitucional.

Espacio aparte merece la obra del jurista Ignacio Burgoa Orihuela
(1973), en la que no sólo se abordan aquellos temas sino que, además,
se introduce un importante capítulo relativo a la democracia, partidos po-
líticos y control popular sobre los órganos primarios del Estado, así como
el referéndum.

Sumado a lo anterior, procede citar la aportación temprana de Jorge
Carpizo (1969), particularmente en relación con la figura de los diputados
de partido y el sistema representativo, cuyas innovaciones aborda en edi-
ción posterior (1975), así como en otras contribuciones (1972 y 1975).
En este sentido, aunque publicado en 1978, el estudio de Diego Valadés
(1976) sobre el Poder Legislativo también aborda temas propios del de-
recho electoral.

Ahora bien, en el ámbito de la ciencia política, deben tenerse presentes
los destacados ensayos de Pablo González Casanova (1965) y Daniel Co-
sío Villegas (1972), los cuales contienen valoraciones críticas sobre la
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democracia y el sistema político en el amplio contexto del desarrollo y
en relación con el singular régimen presidencial mexicano y la transmi-
sión del poder, respectivamente.

Sin embargo, en este primer periodo se registran diversos estudios re-
feridos, en particular, a la legislación electoral. Así, por una parte, Miguel
de la Madrid (1963) y Mario Moya Palencia (1964) abordan el análisis de
la figura de los diputados de partido en el contexto de la reforma electoral
de 1962. Por la otra, mientras que, de un lado, Vicente Fuentes Díaz
(1967) produce un estudio sobre el origen y evolución del sistema elec-
toral mexicano, desde otro ángulo, destacada y tempranamente, Luis del
Toro Calero (1970) reflexiona sobre el objeto de estudio de la ciencia
del derecho electoral y la forma en que se elaboran las tesis, principios
o doctrinas que facilitan el entendimiento o interpretación de las institu-
ciones electorales. A estos trabajos hay que agregar la recopilación de
leyes y disposiciones electorales mexicanas, incluido un estudio introduc-
torio donde se analiza la evolución de las instituciones electorales, efec-
tuada por Antonio García Orozco (1973), cuya segunda edición (1978)
contemplaría los textos de la reforma política de 1977.

2. Estudios jurídico-electorales (1977-1988)

Las fuentes documentales consultadas revelan, en este periodo, una
abundante producción de estudios jurídico-electorales sobre todo, pero
no únicamente, respecto de la conocida reforma política de 1977, cuyos
rasgos normativos se abordaron en el primer apartado de este ensayo.

Jorge Carpizo (1977) analiza las causas, antecedentes y finalidades de
la reforma política de 1977, los derechos y obligaciones de los partidos
políticos y el tema de la representación de minorías políticas.

Mario Ezcurdia (1978) aporta un ensayo sobre la mecánica electoral
de la Ley Federal de Organizaciones Políticas y Procesos Electorales, de
1978, en tanto que Iván Zavala (1978) hace lo propio respecto de los
derroteros de la reforma política.

Pablo González Casanova (1979), en un importante ensayo, escribe
sobre las perspectivas de la reforma política de 1977.

Javier Patiño Camarena (1980), además de abordar los temas de la
democracia, la reforma política de 1977, el régimen de los partidos po-
líticos, los derechos políticos y los sistemas electorales, efectúa un mi-
nucioso análisis de los organismos electorales. Adicionalmente, en el
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marco del III Congreso Nacional de Derecho Constitucional, organizado
por el Instituto de Investigaciones Jurídicas y la Universidad Autónoma
de Querétaro en 1983, dicho autor practica un balance de los frutos más
significativos de la reforma política (derechos políticos, constitucionali-
zación y registro de partidos, sistema electoral, padrón electoral y orga-
nismos electorales y colegio electoral).

Felipe Tena Ramírez (1980), por una parte, y Antonio Martínez Báez
(1980), por la otra, y como resultado del Primer Encuentro de Constitu-
cionalistas Españoles y Mexicanos (1978), coordinado por Jorge Carpizo,
identifican las insuficiencias de las reformas electorales previas a 1977
y precisan las aportaciones de esta última.

Jorge Madrazo (1981), en la obra coordinada por Jorge Mario García
Laguardia, dirige su atención a las formas en que los estados de la Re-
pública recibieron en sus textos constitucionales los contenidos de la re-
forma política; texto que aparece, enriquecido, en una publicación pos-
terior coordinada por Pablo González Casanova (1985). El mismo autor
compara, en una edición del Centro de Asesoría y Promoción Electoral
(CAPEL) (1986), la legislación electoral mexicana y de países centro y
sudamericanos.

En el mismo volumen, Diego Valadés (1981) apunta la necesidad de
complementar la reforma política con un órgano consultivo en el que se
representen los diversos sectores de la sociedad mexicana.

Años después, Agustín Basave Fernández del Valle (1984) levanta un
inventario técnico-normativo del contenido de toda la reforma y, en ma-
teria electoral, reflexiona sobre la constitucionalización de los partidos
políticos, su concepto y prerrogativas.

Cabe citar, en este espacio, el trabajo de María de Lourdes García Ruiz
(1985), en el que estudia diversos mecanismos jurídicos de participación
ciudadana en el Estado mexicano (denuncia y queja, juntas de vecinos,
referéndum y partidos políticos).

En la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, comen-
tada (1985), elaborada en el Instituto de Investigaciones Jurídicas, Fran-
cisco de Andrea y Amador Rodríguez Lozano ofrecen una explicación
relativa a los derechos políticos, soberanía y representación popular a tra-
vés de los partidos políticos.

José de Jesús Orozco Henríquez (1986), dentro de la obra coeditada
por el Instituto Interamericano de Derechos Humanos y el Instituto de

EVOLUCIÓN DEL DERECHO ELECTORAL EN MÉXICO 1067

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR. © 1998 
Instituto de Investigaciones Jurídicas - Universidad Nacional Autónoma de México

Libro completo en: https://goo.gl/giMMXA



Investigaciones Jurídicas, aporta un trabajo en el que proporciona un pa-
norama general sobre las reformas constitucionales de índole electoral en
el periodo 1917-1977, cuyo propósito principal se ubica en el proceso
de democratización del país y en la ampliación de la participación polí-
tica de los ciudadanos.

Diego Valadés (1986), en una publicación del Centro de Asesoría y
Promoción Electoral del Instituto Interamericano de Derechos Humanos
(IIDH-CAPEL), reflexiona sobre la reforma política de 1977 y su impac-
to en la participación plural en los ayuntamientos, en tanto que, un año
después (1987) lo hace sobre la introducción del referéndum en el sistema
jurídico nacional, considerándolo una opción importante en el proceso
político de un estado democrático de derecho, susceptible de ser exten-
dida a las entidades federativas.

En la obra publicada (1988) como resultado de un evento dado en el
contexto de las celebraciones del setenta aniversario de la promulgación
de la Constitución mexicana, organizado por el Instituto de Investigacio-
nes Jurídicas, en tanto Francisco José de Andrea Sánchez destaca la im-
portancia de los partidos políticos en los sistemas políticos democráticos
y el acierto de su constitucionalización en la reforma política de 1977,
Manuel Barquín produce un análisis jurídico del sistema electoral mexi-
cano y, en particular, de la reforma de 1986-1987. Un año después
(1988), el propio De Andrea Sánchez realiza un análisis sobre los regí-
menes jurídicos de los partidos establecidos en la Ley Federal de Orga-
nizaciones Políticas y Procesos Electorales, de 1977, y en el Código Fe-
deral Electoral, de 1987.

Además de lo anterior, Francisco Peralta Burelo (1988) también pu-
blica un estudio sobre la reforma electoral de 1977-1978.

Procede precisar que, en este periodo, Francisco Berlín Valenzuela
(1980 y 1982) da a conocer dos obras especializadas en derecho electoral.

3. La consolidación de la ciencia del derecho electoral (1989-1995)

Dado el enorme volumen de información bibliohemerográfica identi-
ficada en este periodo y el subsecuente, lo que testimonia la consolida-
ción de la ciencia del derecho electoral mexicano, para los efectos de
este trabajo se distinguen, a partir de la valoración de dicha información,
y salvo las obras generales y otras excepciones que se hacen notar ex-
presamente, las siguientes líneas temáticas: aspectos jurídicos de expe-
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riencias electorales; estudios legislativos y de reformas electorales, inclui-
dos estudios históricos y comparados; dogmática jurídico-electoral; estu-
dios sobre instituciones específicas del derecho electoral; organización y
administración electoral; justicia electoral, y derecho penal electoral. Al
respecto, cabe hacer la aclaración de que, junto a los estudios específi-
camente jurídicos, aparecen diversos trabajos que también tocan aspectos
jurídico-electorales, por lo que se decidió incluirlos, dejando fuera aque-
llos que, no obstante su representatividad académica, se ubican principal-
mente en el terreno de otras disciplinas.

En relación con los aspectos jurídicos de experiencias electorales, den-
tro de la destacada obra coordinada por Pablo González Casanova (1990),
Emilio Krieger, Silvia Gómez Tagle y Federico Reyes Heroles abordan
la relación entre reforma electoral y las elecciones de 1988; José Wol-
denberg (1992) evalúa las secuelas del proceso electoral de 1988 y Ger-
mán Pérez Fernández del Castillo (1994) analiza las elecciones presiden-
ciales de 1988 y 1994. 

En materia de estudios legislativos y de reformas electorales, incluidos
estudios históricos y comparados, procede citar las siguientes aporta-
ciones:

En relación con la evolución de la legislación en materia electoral,
Diego Valadés (1990) destaca la importancia de su efectiva aplicación.

En cuanto a las reformas electorales, José Woldenberg (1990), lo mis-
mo que Arturo Núñez Jiménez (1993) analizan la correspondiente a
1989-1990, en tanto que Emilio Chuayffet Chémor (1992) pone énfasis
en sus contenidos relacionados con la democracia representativa y los
partidos políticos. Por su parte, en el marco de la obra coeditada por
instituciones mexicanas y guatemaltecas, luego del proemio elaborado
por José Luis Soberanes Fernández, Emilio Rabasa Gamboa (1994) es-
cribe una introducción a las reformas electorales de 1991, 1993 y 1994.

Asimismo, Jorge Carpizo estudia las fuentes, gestación y contenidos
de la reforma electoral de 1994, en tanto que Manuel Barquín Álvarez
hace lo propio con las reformas de 1993 y 1994, a la vez que José Wol-
denberg y Fernando Zertuche Muñoz estudian la figura del consejero ciu-
dadano y la ciudadanización de la administración electoral, junto a la
evaluación de ésta y del proceso electoral de 1994, producida por José
Agustín Ortiz Pinchetti, todos dentro de la obra en colaboración coordi-
nada, presentada y epilogada por Jorge Alcocer Villanueva (1995).
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Adicionalmente, Manuel Barquín Álvarez, sobre el financiamiento a
partidos políticos en la reforma de 1993; Luis Farías Mackey, sobre los
organismos electorales del proceso de 1994; Germán Pérez Fernández del
Castillo y José Woldenberg, sobre los acuerdos tomados por el Consejo
General del Instituto Federal Electoral para las elecciones de 1994, y Ca-
rolina Gómez Vinales y Jeffrey A. Weldon, respecto de los visitantes
internacionales en el proceso de 1994, todos ellos en la obra colectiva
coordinada por Germán Pérez Fernández del Castillo, Arturo Alvarado y
Arturo Sánchez Gutiérrez (1995) sobre las elecciones de 1994, contribu-
yen al conocimiento de diversos aspectos legales de estas últimas.

El propio Manuel Barquín Álvarez (1994) sobre la calificación elec-
toral en México, con referencia especial a la reforma de 1993, así como
Jaime Cárdenas Gracia (1994), en relación con la observación electoral
y su marco, enriquecen el acervo jurídico-electoral mexicano.

En materia de estudios legislativos, cabe apuntar los ensayos de Ro-
dolfo Terrazas Salgado y Gerardo Suárez González (1993), así como el
de Abel Vicencio Tovar (1993).

En el ámbito de los análisis comparados, aparecen el libro de Ernesto
Villanueva (1994) sobre la autonomía electoral en Iberoamérica, y las
contribuciones de José Antonio Crespo (1996) y Ricardo Becerra (1996)
sobre las legislaciones electorales estatales.

En cuanto a los estudios históricos, debe tenerse presente los trabajos
de Fernando Serrano Migallón (1991), sobre la génesis e integración de
la legislación electoral mexicana; Javier Moctezuma Barragán (1994), so-
bre la polémica Iglesias-Vallarta relativa a la incompetencia de origen;
José Fernando Franco González-Salas (1996), respecto a la evolución de
la justicia electoral mexicana, así como el trabajo de análisis y compila-
ción emprendido por Eduardo Castellanos Hernández (1996) sobre las
formas de gobierno y los sistemas electorales en México.

En el rubro de la dogmática jurídico-electoral, se registran los trabajos
de Augusto Hernández Becerra (1989) sobre la autonomía del derecho
electoral; Rodolfo Terrazas Salgado sobre la naturaleza jurídica de los
derechos políticos (1992a) y algunos problemas de interpretación jurídi-
co-electoral (1992b); José Luis de la Peza Muñoz Cano (1991) sobre los
principios del derecho electoral; Emilio Krieger (1993) en relación con
diversos problemas del derecho electoral mexicano; José Fernando Gon-
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zález Salas (1994) sobre la sistemática electoral y Carlos Carmona García
(1995) en lo que respecta al principio de legalidad.

En el ámbito de los estudios sobre democracia y representación e ins-
tituciones específicas del derecho electoral, destacan los trabajos de Del-
fino Solana Yáñez (1992) sobre partidos políticos; José Francisco Ruiz
Massieu (1993) respecto de la evolución democrática de México; Diego
Valadés (1994) sobre los dilemas de la democracia en México; las con-
tribuciones (1992) de Francisco José de Andrea, Manuel González Oro-
peza, Rafael Estrada Sámano, José de Jesús Orozco y Juan Carlos Gómez
Martínez en materia de sistemas de calificación electoral, a los que habría
que agregar un ensayo de Manuel Barquín Álvarez (1994) en esta ma-
teria.

Por lo que hace al financiamiento de partidos políticos, resulta de refe-
rencia obligada la obra que, presentada por Jorge Alcocer Villanueva
(1993), incluye los ensayos técnicos de Jean Francois Prud’homme,
Rodrigo Morales, Inés Castro Apreza y Lorena Villavicencio; Pilar del
Castillo; Alfredo Salgado Loyo; Jaime Cárdenas; Manuel Barquín Álva-
rez; Germán Pérez Fernández del Castillo; José Woldenberg y Rafael
Segovia. No lo es menos la diversa, publicada por el Instituto de Inves-
tigaciones Jurídicas (1993), que reúne textos de Manuel Barquín Álvarez,
Hermilo Herrejón Silva, Jaime Cárdenas y María de la Luz Mijangos
Borja.

Mención aparte merece el trabajo de José Luis López Chavarría (1994)
sobre los aspectos teóricos, normativos y pragmáticos de las elecciones
municipales mexicanas.

En la esfera de la organización y la administración electorales, el en-
sayo de Amador Rodríguez Lozano (1988) explica el contenido del sis-
tema electoral mexicano y el libro de Daniel Mora Ortega (1994) descri-
be los aspectos jurídicos del proceso electoral, extendiéndose a los
medios de defensa.

En cuanto al tema de la justicia electoral, Miguel Acosta Romero
(1989), en una publicación del IIDH-CAPEL, estudia la justicia adminis-
trativa y el Tribunal de lo Contencioso Electoral Federal; Rafael Quin-
tana Miranda (1992) aborda la interpretación del artículo 97, párrafo ter-
cero, de la Constitución política; José Luis Soberanes Fernández, Sergio
García Ramírez, José Ovalle Favela y Manuel Gutiérrez de Velasco ela-
boran trabajos sobre medios de impugnación específicos, precedidos por
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un excelente estudio de la teoría de los recursos en el contencioso electoral,
a cargo de Héctor Fix-Zamudio, todos dentro del Manual publicado por
el Instituto Federal Electoral y el Instituto de Investigaciones Jurídicas.

A tales contribuciones hay que agregar las de Javier Moctezuma Ba-
rragán (1994) sobre la justicia electoral en el marco de las reformas elec-
torales de 1994 y la de Rodolfo Terrazas Salgado (1995) sobre el desem-
peño del Tribunal Federal Electoral en aquel año.

En la especializada temática del derecho penal electoral, se registran
las obras de René González de la Vega (1991); Francisco Javier Barreiro
Perera (1994); Daniel Ruiz Morales, Laura Rodríguez Ramírez y Mónica
Lozano Ayala (1994); Jorge Reyes Tayabas (1994), y Jesús Alfredo Do-
samantes Terán (1994).

Dentro de las obras generales destacadas, procede citar la bien docu-
mentada descripción del sistema electoral elaborada por Arturo Núñez
(1990), así como la extensa contribución de Javier Patiño Camarena
(1994).

No deben pasar inadvertidas, al mismo tiempo, tanto las aportaciones
que pueden encontrarse en los diversos Códigos Electorales comentados
como aquéllas que se identifican dentro de las obras de derecho constitu-
cional publicadas en el periodo bajo examen. En el primer caso, destacan
los comentarios de Eduardo Andrade Sánchez (1991) y la colaboración
institucional de la Secretaría de Gobernación. En el segundo, cabe tener
presente las obras de Jaime Cárdenas Gracia (1994, 1996), que sitúan el
derecho electoral en el marco de sus propuestas para la transición demo-
crática, así como las de Salvador Valencia Carmona (1995), Enrique
Sánchez Bringas (1995) y Elisur Arteaga Nava (1996). Finalmente, es
importante considerar la rica producción del Instituto Federal Electoral
publicada en sus Cuadernos de Divulgación de la Cultura Democrática.

4. La incipiente ciencia del derecho procesal electoral (1996-)

A partir de 1996, año de la más reciente reforma electoral mexicana,
junto a la consolidación de la autonomía de la administración y el forta-
lecimiento de la justicia electorales, se observa con claridad la configu-
ración de un espacio académico para el derecho procesal electoral.

En cuanto al derecho electoral sustantivo, cabe destacar los trabajos
de Luis Farías Mackey (1996) sobre la jornada electoral, y de Ricardo
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Becerra, Pedro Salazar y José Woldenberg (1997) respecto de la reforma
electoral de 1996.

En materia de derecho procesal electoral, el libro de Flavio Galván
Rivera (1997), cuyo contenido y extensa bibliohemerografía es de obli-
gada consulta, y el producido por el Centro de Capacitación Judicial
Electoral del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación
(1997), en el que participan diversos profesores-investigadores y funcio-
narios de esta institución (Edumundo Elías Musi e Ignacio Navarro Vega,
Eduardo Galindo Becerra, Yolli García Álvarez, Marco Antonio Pérez
de los Reyes, Armando Granados Carrión, José Humberto Zárate, Adín
Antonio de León Gálvez, Rodolfo Terrazas y Felipe de la Mata Pizaña,
así como Macarita Elizondo Gasperín), dan testimonio del avance de la
disciplina.

Dentro del catálogo hemerográfico, procede poner en relieve los diez
números de Justicia Electoral, revista publicada tanto por el anterior Tri-
bunal Federal Electoral como por el actual Tribunal Electoral del Poder
Judicial de la Federación, en los que se incluyen no sólo diversos ensayos
sobre la legislación electoral mexicana federal y local sino, además, una
sección bibliohemerográfica y otra documental que revelan la creciente
riqueza de las contribuciones a los diversos campos del derecho electoral,
particularmente en relación con el derecho procesal electoral. En este
punto cabe citar también el importante esfuerzo editorial que realizan los
tribunales estatales electorales, como son los casos de las revistas Agora,
Órgano de Difusión del Tribunal Electoral del Estado de Hidalgo y Ago-
ra, Revista del Tribunal Electoral del Estado de Oaxaca, así como la
Revista del Tribunal Electoral del Estado de México, entre otros.

Finalmente, procede hacer referencia a la obra de Luis Ponce de León
Armenta (1996), que ofrece una compilación, guía y algunas reflexiones
doctrinales sobre la nueva legislación en materia electoral, así como al
trabajo de Eduardo Andrade Sánchez (1997) que documenta la génesis,
negociación y contenidos jurídicos relevantes de la reforma político-elec-
toral de 1996.

No sería propio cerrar este recuento general de las principales aporta-
ciones al campo del derecho electoral mexicano, sin hacer mención de
diversos trabajos presentados en el seno de los tres congresos internacio-
nales de derecho electoral efectuados en México.
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IV. ESPACIO ACADÉMICO DEL DERECHO ELECTORAL MEXICANO

A lo largo de los últimos dos subperiodos precisados en el apartado
anterior, diversas actividades han venido a configurar un importante es-
pacio académico para el derecho electoral mexicano, cuya autonomía ya
puede presumirse.

En primer lugar, procede poner de relieve los congresos internaciona-
les de derecho electoral, los cuales han jugado un papel trascendente en
el desarrollo de los estudios sobre la materia. A la fecha, se han celebrado
tres de dichos eventos, todos en México, y en cada uno de los cuales se
han presentado aportaciones sustantivas al campo.

En el Primer Congreso Internacional de Derecho Electoral (1991), ce-
lebrado en Xalapa, Veracruz, bajo los auspicios de la Universidad Na-
cional Autónoma de México y la Universidad Veracruzana, se definen
tres temas y diversos autores presentan los siguientes textos de relevancia
jurídica.

En el tema del marco constitucional de la representación política, des-
tacan los trabajos de Manlio F. Cazarín Navarrete sobre el sistema polí-
tico contemporáneo; Manuel González Oropeza respecto de la Constitu-
ción y la reforma electoral de 1989; Víctor Martínez Bulle-Goyri, en
torno al derecho de participación política; Alberto Neira García sobre la
cronología de las reformas electorales 1978-1990, y Mauro Quirasco Pri-
gada, sobre una propuesta de reforma al artículo 5o., párrafo 2, del Có-
digo Federal de Instituciones Políticas y Procedimientos Electorales. 

Dentro del tema relativo a los sistemas y procedimientos electorales,
aparecen los trabajos de Francisco Berlín Valenzuela sobre los sistemas
y fórmulas electorales; Santiago Carmona Trujillo, respecto a la relación
entre marco jurídico y abstencionismo electorales; Héctor Carreón Roja-
no, sobre los avances de las reformas de 1989 y 1990 en materia de jus-
ticia electoral y la necesidad de fortalecer su difusión educativa; Francis-
co de Andrea, con un análisis de la reforma electoral de 1989-1990; José
de los Santos Avalos, sobre la interpretación jurídico-electoral; Fernando
Flores García y Cipriano Gómez Lara con sendos estudios, detallados,
sobre los recursos en materia electoral, a los que se suman el de Lourdes
Lozano Mendoza y el de Salvador García Alcocer, este último con un
estudio sobre las reformas en materia de medios impugnativos; Cipriano
Gómez Lara, sobre los principios constitucionales en materia electoral y
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el Instituto Federal Electoral; Cecilia Maya García, sobre determinadas
condiciones para la democracia efectiva; Raúl Ontiveros Vionet y Anto-
nio Larios Pastrana, en relación con los aspectos jurídicos del voto en
casillas; José de Jesús Orozco Henríquez, con un estudio comparado del
contencioso electoral, incluyendo el caso del entonces nuevo Tribunal
Federal Electoral mexicano; Javier Patiño Camarena sobre los anteceden-
tes, organización y funcionamiento del Tribunal Federal Electoral; Jorge
Scheleske Tiburcio en torno a la inviabilidad de la observación interna-
cional de las elecciones en México y Rosa Aurora Zuleta Alegría en ma-
teria de derecho penal electoral.

En el tema de partidos políticos y sistemas políticos, deben citarse los
textos de Manuel Barquín Álvarez sobre el contenido, alcances y posibles
interpretaciones de la regulación del registro de partidos en el COFIPE
según las reformas de 1989-1990; José Luis Roldán Moreno, respecto de
la ampliación de garantías a los partidos políticos y los ciudadanos en la
reforma electoral de 1989; José L. Álvarez Montero en relación con la mo-
dificación de las fórmulas electorales y la incorporación mecanismos de
democracia semidirecta; Eduardo Trejo Rodríguez, con un panorama so-
bre los regímenes del Occidente subdesarrollado con partido único y las
posibilidades democráticas en México; José Emilio Ordóñez Cifuentes
en lo tocante a los diversos Encuentros del Parlamento Indígena Ameri-
cano, sus resultados y sus posibles relaciones con la representación po-
lítica, y Julio Téllez, en cuanto a los usos y potencialidades de la infor-
mática en los procesos electorales.

En la ciudad de México, bajo la atinada coorganización de la H. Cá-
mara de Diputados, el Instituto Federal Electoral, el entonces Tribunal
Federal Electoral y el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM,
se celebró el Segundo Congreso Internacional de Derecho Electoral
(1992) en el que, en torno a cuatro temas, se presentaron los siguientes
trabajos jurídicos, publicados en 1993 por dichas instituciones:

En el tema de democracia y representación, deben citarse los textos
de Raúl Hernández Vega en torno a la fundamentación ética de la repre-
sentación democrática; Elías Huerta Psihas, sobre tendencias y perspec-
tivas de la representación y la democracia; José Luis López Chavarría,
respecto de la democracia representativa y los retos de México, y Arturo
Núñez Jiménez, en relación con las reglas de Cherroni sobre el funcio-
namiento del sistema democrático.
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Respecto al tema de sistemas electorales, son de mencionar las apor-
taciones de Luis Carballo Balvanera, sobre las características y perspec-
tivas del sistema electoral mexicano, y Dieter Nohlen, en torno a tópicos
controvertidos sobre la reforma política mexicana tomando como modelo
el sistema electoral alemán.

En relación con el tema de los partidos políticos cabe mencionar los
textos de Cuauhtémoc Amezcua Dromundo, en torno a la democracia
formal y la democracia real; Manuel Barquín Álvarez, respecto a la ne-
cesidad de reformar la legislación electoral federal; Francisco Berlín Va-
lenzuela, sobre la crisis de los partidos políticos en el mundo contempo-
ráneo; Manuel González Oropeza, en torno a una propuesta de ley para
los partidos políticos en México, y Jorge Tovar Montañez, sobre los par-
tidos políticos y el sistema de partidos en México.

En cuanto al tema de procesos y justicia electoral, son de enfatizar las
contribuciones de Fernando Flores García, que aporta un panorama y re-
flexiones sobre el derecho electoral mexicano; Flavio Galván Rivera, res-
pecto del principio de legalidad en materia electoral; Víctor Carlos García
Moreno, en torno a la vigilancia internacional de los procesos electorales;
Cipriano Gómez Lara, en coautoría con Carlos Ortiz Martínez, en torno a
un posible derecho de clase en materia electoral; J. Jesús Orozco Henríquez,
sobre sistemas de justicia electoral desde una perspectiva comparativa;
Jorge Ortiz Escobar, en coautoría con Rosa Aurora Zuleta Alegría, res-
pecto del control de la legalidad electoral a través de la ciudadanía, con
especial referencia al derecho penal; Javier Patiño Camarena, acerca del
estado de derecho y la calificación de las elecciones; e Jorge Schleske
Tiburcio, respecto de los principios de legalidad y legitimación de los
procesos electorales.

El Tercer Congreso Internacional de Derecho Electoral (1998) tuvo
lugar en Cancún, Quintana Roo, esta vez organizado por el Tribunal Elec-
toral del Poder Judicial de la Federación, el Instituto Federal Electoral,
el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM, el Programa de las
Naciones Unidas para el Desarrollo y la Universidad de Quintana Roo,
en el que destacan, para efectos de este ensayo, las conferencias magis-
trales de José Luis de la Peza y José Woldenberg Karakowsky.

Como resultado de ese Congreso, están próximos a publicarse, y pro-
cede citar en el contexto de este ensayo, los trabajos sobre los temas de
democracia y representación, y ética y democracia electoral, de Imer Flo-
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res, sobre la representación política; Carlos Arenas Bátiz, respecto a los
fines del derecho electoral mexicano; Paulette Dieterlen, en torno a los de-
rechos humanos y la tradición republicana; José Fernando Ojesto Martí-
nez-Porcayo, acerca de la positividad de los valores democrático electo-
rales; Javier Patiño Camarena, sobre el bien jurídico tutelado en los
delitos electorales; Javier Aguayo Silva, en torno a la composición de la
Cámara de Senadores en México; Raúl Ávila Ortiz, sobre la relación en-
tre el derecho electoral y los derechos humanos de tercera la generación
en América Latina; Cipriano Flores Cruz, en torno al sistema electoral
por usos y costumbres, con referencia al caso de los municipios del es-
tado de Oaxaca; Armando Lampe, sobre la democracia electoral y los
derechos humanos; Alberto Sánchez Álvarez, respecto de la educación
como formadora de valores democráticos en los niños; José Antonio Bre-
tón Betanzos, con un análisis crítico de la publicidad política; Manuel
González Oropeza, sobre el papel de la participación ciudadana como
complemento del gobierno representativo; José Luis Vázquez Alfaro,
acerca de la viabilidad del referéndum en la legislación federal mexicana;
Ángel Rafael Díaz Ortiz, sobre el fortalecimiento de la democracia en
México entre 1977 y 1997, y Andreas Schedler, con un estudio sobre el
poder y la credibilidad institucional con referencia a las reformas electo-
rales mexicanas del periodo 1990-1997. 

Respecto de la organización y administración electoral, el financia-
miento y la fiscalización de los recursos de los partidos políticos y la
equidad en la competencia electoral, las aportaciones de Nuria Arranz,
acerca de la organización y la administración electoral de la Federación
a los estados; Eduardo Ramírez Salazar, en relación con el sistema de
comisiones del Consejo General del Instituto Federal Electoral; Odette
Rivas Romero, respecto de la organización de las elecciones en Iberoa-
mérica, con un análisis crítico para el caso mexicano; Mario Vargas Pa-
redes, sobre los partidos políticos, la cultura política y la participación
ciudadana como oficios de la democracia; Eduardo Andrade Sánchez,
acerca de algunos problemas del financiamiento público a los partidos
políticos en un régimen federal; Juan Molinar Horcasitas, con una eva-
luación del sistema de partidos y la reforma electoral en materia de re-
gulación financiera, con referencia a la elección federal de 1997 en Mé-
xico; Jacqueline Peschard, respecto del financiamiento por actividades
específicas; Arturo Sánchez Gutiérrez, sobre la fiscalización de los par-
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tidos políticos y la experiencia de 1997; Manuel Carrillo Poblano, en torno
al voto de los nacionales en el extranjero con referencia al caso mexica-
no; Citlalli de Dios Calles, sobre el sufragio efectivo y la no reelección;
Felipe de Jesús Domínguez Muñoz, sobre la cláusula de gobernabilidad
en un sistema de partidos competitivo, con referencia al caso mexicano;
Ricardo Jiménez Merino, en torno a la democracia y la demagogia; Su-
sana Thalía Pedroza de la Llave, con un estudio comparado sobre el sis-
tema electoral de la Presidencia de la República, y Félix Ponce Nava
Treviño, en relación con la posibilidad de la segunda vuelta en la elección
presidencial en México.

Sobre la justicia electoral y la resolución de los conflictos, las contri-
buciones de Todd Eisenstadt, sobre los avances de la justicia electoral en
México en la última década; José de Jesús Orozco, en relación con las
causas de nulidad electoral en América Latina; David Cetina Menchi,
respecto al alcance del control de la constitucionalidad en materia elec-
toral en el sistema jurídico mexicano; José Barragán Barragán y Aurora
Rojas Bonilla sobre algunos problemas de la justicia electoral en México;
Edgar Corzo Sosa, sobre el control de la constitucionalidad y el interés
objetivo en materia electoral; Noé Miguel Zenteno Orantes, con un estu-
dio comparado sobre el fin jurídico social en el juicio de amparo y el
juicio de revisión constitucional electoral; Flavio Galván Rivera, sobre
el control de la constitucionalidad de actos y resoluciones electorales;
Mario Melgar Adalid, acerca del Tribunal Electoral y el Consejo de la
Judicatura Federal; Jorge Scheleske Tiburcio, sobre el papel de los fe-
datarios públicos en el derecho procesal electoral; Juan Carlos Silva Ada-
ya, respecto de la defensa integral de los derechos políticos; Macarita
Elizondo Gasperín, sobre la jurisprudencia integradora de normas de de-
recho electoral; María del Carmen Girón López, respecto de la autonomía
e independencia de los tribunales electorales estatales; Carlos González
Durán, sobre la justicia electoral y la resolución de conflictos; Rodolfo
Terrazas Salgado, en relación con la impugnación constitucional compa-
rada en materia electoral, con especial referencia a México; Tulio Arroyo
Marroquín, en coautoría con Juan Morales Barbosa, sobre la interacción
del Instituto Federal Electoral y los consejos estatales electorales; Alberto
Begné Guerra, sobre la naturaleza democrática del Instituto Federal Elec-
toral; Jaime Cárdenas, en coautoría con Miguel Carbonell Sánchez y Car-
los Pérez Vázquez, respecto de la autonomía del Instituto Federal Elec-
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toral, y, finalmente, Mauricio Merino Huerta en torno a la reforma del
servicio profesional electoral.

Para concluir, cabe hacer mención que la difusión de la ciencia jurí-
dico-electoral se ha hecho patente en los últimos años, al grado de que
diversas instituciones de educación superior han incluido dentro de sus pro-
gramas académicos diversos tópicos de derecho electoral. Así, la UNAM
(1993) instituyó como materia optativa en el área de derecho político, la
materia de derecho electoral, impartida en cuarenta y cinco horas, dentro
del décimo semestre de la licenciatura en derecho. En esta materia se
explican los aspectos generales del derecho electoral; los sistema electo-
rales; los agentes electorales, y el proceso y la justicia electoral. De igual
forma en la Universidad La Salle se imparte como materia optativa den-
tro de los últimos semestres de la carrera de derecho.

Por su parte, la Universidad Anáhuac imparte la asignatura de derecho
electoral en veinte horas, dentro de la carrera de administración pública;
mientras que en la Universidad Autónoma Metropolitana se imparte un
diplomado de derecho electoral.

Especial mención merecen las actividades que realiza el Centro de Ca-
pacitación Judicial Electoral del Tribunal Electoral del Poder Judicial de
la Federación quien constantemente, además de llevar a cabo investiga-
ciones sobre los diversos tópicos de la materia, organiza cursos y confe-
rencias con organismos electorales, partidos políticos y otras instituciones
para difundir la cultura electoral, como el que se llevó a cabo con la
Escuela Nacional de Estudios Profesionales Acatlán.
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